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1.
Copia:

-
Del oficio de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por el cual pone en conocimiento de la Corte Suprema el informe recaído en el proyecto que Perfecciona la justicia tributaria y aduanera. boletín N° 9892-07. 


2.
Notas:

-
Del diputado señor Venegas, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días a contar del 21 de enero de 2016, para dirigirse a México. 


-
De la diputada señora Girardi, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, informa la realización de actividades propias de la función parlamentaria hoy, 19 de enero, con lo cual justifica su inasistencia a las sesiones celebradas con esta fecha. 


-
Del diputado señor Van Rysselberghe, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, informa la realización de actividades propias de la función parlamentaria el día de hoy, 19 de enero, con lo cual justifica su inasistencia a esta sesión especial. 


3.
Comunicación:

-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Demócrata Cristiano por la cual informa que el diputado señor Silber reemplazará al diputado señor Venegas en la Comisión Especial Investigadora de la actuación de los organismos públicos en el proceso de evaluación ambiental del proyecto denominado Cardones-Polpaico, así como del proyecto de generación Doña Alicia, de Curacautín.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (106)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Alvarado Ramírez Miguel Ángel
PPD
IV
9

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, el ministro del Interior y Seguridad Pública subrogante, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo, y el ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: La diputada señora Karla Rubilar Barahona, y los diputados señores Ramón Farías Ponce, Iván Flores García, Javier Hernández Hernández, Roberto León Ramírez, Jorge Ratghgeb Schifferli y Raúl Saldívar Auger.

-Con licencia médica: La diputada señora Loreto Carvajal Ambiado, y los diputados señores Rodrigo González Torres y Juan Enrique Morano Cornejo.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 16.46 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El acta de la sesión 113ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 114ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
ADMISIBILIDAD DE PROYECTO DE LEY QUE DECLARA NULIDAD
DE LEY N° 20.657

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Informo a la Sala que la Mesa ha resuelto tomar una decisión respecto del proyecto de ley que declara la nulidad de la ley 
Nº 20.657.

Primero, voy a dar lectura al documento que contiene los argumentos de la Mesa sobre el particular y, al final, comunicaré a la Sala la decisión que esta ha tomado. El documento será distribuido a las señoras diputadas y los señores diputados.

“1. En materia de admisibilidad de proyectos de ley, esta Mesa debe atenerse a lo dispuesto en los artículos 65 de la Carta Fundamental, y 13, 14 y 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que son las normas aplicables en esta materia:

a) El proyecto está firmado por ocho diputados, por lo que no excede el máximo de diez determinado en la Constitución (artículo 65, inciso primero).

b) Se refiere a una materia que puede tener origen en la Cámara de Diputados (artículo 65, inciso segundo).

c) El proyecto de ley no invade materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

d) El proyecto de ley está debidamente fundamentado, por lo que cumple con la exigencia del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2. Esta Mesa entiende que la declaración de nulidad de derecho público no corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que el análisis de si resulta procedente declarar tal nulidad por medio de una ley, es un ejercicio que debe realizarse al analizar el fondo del mismo proyecto de ley.

3. Como antecedente se tuvo a la vista una moción presentada en el Senado que fue declarada admisible, cual es la que declara la nulidad del decreto de ley N° 2191 de 1978, que concede amnistía a las personas que indica por los delitos que señala (bol. N° 4162-07).

4. Se ha tenido en consideración, además, que con fecha 13 de junio de 2013, el ingreso a tramitación en esta Corporación una moción de los diputados señores Lautaro Carmona, Sergio Aguiló, Hugo Gutiérrez y Guillermo Teillier, que deroga la ley N° 20.657, la cual no fue objeto de reparos desde el punto de vista de su admisibilidad.

5. Por último, debe tenerse en cuenta que la comisión técnica donde prosiga su tramitación es la indicada para entrar al análisis de fondo, salvaguardando así los derechos de los parlamentarios. En ella, conforme al artículo 15 de la ley orgánica, se puede solicitar su declaración de inadmisibilidad, así como también se puede recurrir con posterioridad al Tribunal Constitucional.

6. Por tal motivo, y dado que el contenido del proyecto de ley se refiere a materias estrictamente de aplicación de normas jurídicas, esta Mesa ha resuelto declarar admisible la moción y enviarla a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y emita el correspondiente informe, en su oportunidad.”. 

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, pido la palabra para referirme al punto.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra, su señoría.
El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, quiero formular algunas observaciones respecto de lo resuelto por la Mesa.

El acto mediante el cual se declara la admisibilidad o inadmisibilidad de un proyecto de ley es indivisible. Lo que la Mesa ha hecho es separar los aspectos de forma del fondo de la cuestión planteada sobre la respectiva iniciativa, lo cual manifiestamente se halla fuera de las facultades de la Mesa.

Desde mi punto de vista, en este caso claramente corresponde aplicar el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Al respecto, recomiendo hacer la lectura completa de dicha norma, que expresa: “La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65 de la Constitución Política o de la solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en su artículo 68, será efectuada por el Presidente de la Cámara de origen. No obstante, la Sala de dicha Cámara podrá reconsiderar esa declaración.”.

Señor Presidente, el trámite conforme al cual usted unilateralmente resolvió que fuera la Comisión de Constitución la que definiera la admisibilidad del proyecto desde el punto de vista del fondo no existe. ¡No existe! A la Mesa, en particular al Presidente, le corresponde pronunciarse sobre la admisibilidad tanto desde el punto de vista de la forma como del fondo. Sin embargo, eso no lo ha hecho. No está cumpliendo con sus obligaciones constitucionales.

En consecuencia, le solicito encarecidamente que, haciendo uso de las facultades exclusivas y excluyentes que le da el artículo 15 de la citada ley, resuelva la forma y el fondo de la cuestión planteada. Lo demás es una triquiñuela para no decidir y entregar a un órgano externo a la Mesa la determinación de un asunto esencialmente controvertido, que tiene que ver incluso con el cumplimiento o no del juramento que hicimos los parlamentarios de respetar la Constitución Política, la cual nos rige. Señalo ello aunque a la diputada Denise Pascal le moleste. 

Eso es necesariamente lo que debe resolver la Mesa. El resto es artificio.

Por tanto, señor Presidente, le pido que rectifique, porque lo sucedido constituye un muy mal precedente para esta Cámara.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Sobre este punto harán uso de la palabra los diputados señores Chahin, Aguiló y Andrade.

Tiene la palabra, diputado señor Chahin. 

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, usted ha hecho uso de las facultades que le confiere el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 

La admisibilidad, por definición, es una cuestión de forma; por tanto, lo que se determina es que las mociones cumplan con los requisitos formales y que efectivamente se refieran a materias que solo pueden tener origen en los parlamentarios. En este sentido, usted, señor Presidente, ha declarado admisible el proyecto. 

Sin embargo, lo que confunde es que señale que la Comisión de Constitución después deberá pronunciarse respecto de la admisibilidad del contenido de la iniciativa. Eso no es efectivo -lo expresó el diputado Saffirio-, porque dicha comisión puede resolver respecto de la pertinencia del proyecto, es decir, si es constitucional o no. Reitero: dicha instancia no puede pronunciarse acerca de la admisibilidad del contenido de la iniciativa. 

Hoy, la admisibilidad está zanjada. Cualquier diputado en esta Sala puede cuestionar la decisión, y tendremos que votarla: a favor o en contra de la declaración de la Mesa. Sin embargo, insisto en que lo que tiene que conocer y determinar la Comisión de Constitución, y después la Sala de la Cámara de Diputados -así se haría respecto de cualquier otra iniciativa-, es la pertinencia del contenido del proyecto.

Por ello, creo que el señor Presidente induce a error cuando habla de “admisibilidad de fondo”, porque eso no existe, no lo contempla nuestra legislación.

He dicho.

El señor RIVAS.- Señor Presidente,…

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.

El señor RIVAS.- Señor Presidente, usted me quitó el uso de la palabra al principio.

Yo…

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.

El señor RIVAS.- Señor Presidente, le pido que ponga en votación el punto, como corresponde, para que todos los chilenos sepan quiénes quieren anular la ley y quiénes no. 

Quiero corregir el error que cometí hace muchos años,…

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, le pido que…

El señor RIVAS.- …y tener la oportunidad de demostrárselo a los chilenos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Diputado señor Aguiló, tiene la palabra.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, es muy importante la precisión que usted haga en materia de Reglamento, una vez que nosotros hayamos intervenido. 

Yo, por lo menos, coincido plenamente con lo que entendí de su declaración. Es decir, sometida a la decisión de la Mesa la admisibilidad del proyecto presentado por un grupo de parlamentarios de la bancada que me honro en integrar, el Presidente la declaró admisible. ¡Admisible! ¡Punto! No hay más discusión: el proyecto es admisible. 

La interpretación hecha por mi colega Saffirio, en el sentido de que hay dos etapas de la admisibilidad, una de la Mesa y otra en la que, supuestamente, intervendría la Comisión de Constitución, no la entiendo así, porque eso no sería ni reglamentario ni legal. O sea, a mi juicio, la admisibilidad es una sola, y, como Presidente de la Corporación, usted así lo declaró respecto del correspondiente proyecto, en función de las prorrogativas que tiene. Distinto es qué comisión continuará la tramitación de una iniciativa admisible. En este sentido, usted ha determinado que, en función de su naturaleza jurídica, ello -podría realizarlo cualquier otra- lo hará la Comisión de Constitución.

Por tanto, señor Presidente, le pido por favor que me aclare si estoy interpretando bien la decisión de la Mesa, esto es, que la admisibilidad del proyecto no se discute ni se volverá a debatir en esta sede -otra cosa es el Tribunal Constitucional; ese es un problema distinto-, porque usted ya decidió al respecto. 

En consecuencia, de aquí en adelante se tramitará el contenido del proyecto tal como ocurre con cualquier otra iniciativa en el Congreso Nacional.

Si eso es así, le pido que nos lo aclare, señor Presidente.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE (don Osvaldo).- Señor Presidente, en la misma línea de lo que se ha planteado, entiendo que usted, en uso de las facultades que tiene como Presidente de la Corporación, ha determinado que este proyecto de ley es admisible, porque, en opinión de la Mesa, no adolece de ningún vicio que amerite declararlo inadmisible.

Esa declaración no es ni siquiera susceptible de ser votada por la Corporación, toda vez que lo que se vota en estos casos, como se ha dicho en reiteradas ocasiones, son las declaraciones de inadmisibilidad.

Luego, también en uso de sus facultades, ha remitido el conocimiento del proyecto de ley a una comisión específica, la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que no tiene facultades para pronunciarse respecto de la admisibilidad, toda vez que eso ya está resuelto por la Mesa. En consecuencia, dicha comisión deberá hacerse cargo de tramitar el proyecto.

Señor Presidente, no es más simple ni más concreto que eso. Lo demás son elucubraciones un tanto abusivas desde el punto de vista reglamentario, y créame que afectan algo mucho más relevante: la vieja ley del sentido común.

Lo que usted ha hecho es lo que corresponde, y no hay más que hacer.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para evitar continuar con este debate, voy a dar lectura al inciso tercero del artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que es muy claro. Dice: “La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.”. Y agrega: “Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.”.

Eso es lo que hemos hecho.

Ya está claro que hay un proyecto que busca declarar la nulidad de derecho público de una ley vigente; pero queremos que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento comience a tramitarlo y se pronuncie inicialmente sobre el fondo.

Es lo que hemos determinado conforme a la ley.

Por lo tanto, declaro admisible el proyecto de ley. 

Espero que la Comisión de Constitución evacue un informe en cuanto le sea posible.

Vamos a iniciar el Orden del Día. No es posible continuar este debate.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor BORIC.- Señor Presidente, sabe perfectamente que no podrá eludir el debate. No tiene sentido lo que está haciendo. Está tratando de eludir el debate. Agotemos el debate.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Silencio en la Sala, por favor.

El señor BORIC.- ¡No, señor Presidente, nada de silencio! Está tratando de eludir el debate. Demos el debate de fondo.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- No podemos continuar con esta discusión, diputado Boric. 

El señor BORIC.- Señor Presidente, solicito la palabra sobre la Cuenta.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- No.

El señor BORIC.- Señor Presidente, solicito la palabra para referirme a la Cuenta. Tengo derecho a hacer uso de la palabra para referirme a la Cuenta.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Última palabra sobre la Cuenta. Debemos continuar la sesión para conocer el informe de la Comisión Investigadora del caso Caval.

Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric y luego el diputado Nicolás Monckeberg.

El señor BORIC.- Señor Presidente, sobre la Cuenta, en particular sobre la declaración de admisibilidad, me parece evidente que se está jugando a la hipocresía, que se está tratando de evitar una votación respecto de la admisibilidad del proyecto de ley que declara la nulidad de la ley de pesca.

Si vamos a jugar a la hipocresía -lo que desde ya es sumamente vergonzoso-, como tengo muchas ganas de respaldar la admisibilidad del proyecto de ley, le solicito que someta a votación su declaración de admisibilidad, para ver si la Cámara de Diputados también lo considera admisible.

Además, en caso de que se declare admisible, solicito no enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sino a la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, porque todo proyecto de ley tiene implicancias jurídicas, y porque considero que con esa lógica lo que se intenta hacer es pasarle la pelota a la Comisión de Constitución para que la iniciativa muera ahí, en el olvido, lo que me parece inaceptable. Además, no estamos representados allí.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, parece que usted -se lo digo con mucho respeto- no se da cuenta de que su pronunciamiento no es sobre este proyecto de ley en particular, sino sobre cualquier proyecto de ley que el Congreso Nacional haya despachado, en cualquier circunstancia. Tampoco se da cuenta de que por esta vía se está habilitando a que cualquier parlamentario pueda, en cualquier momento de la aplicación de una ley vigente, declarar su nulidad de derecho público con el apoyo de una mayoría circunstancial. 

Ese es el pronunciamiento que usted está haciendo. Y resulta que para eso han inventado 
-se lo digo con el mismo respeto- una teoría nunca antes vista. En efecto, usted dijo que se pronuncia solo sobre la admisibilidad formal del proyecto, como si la Secretaría de la Cámara, o usted, o quienes han presidido la Cámara, o quienes lo van a hacer en el futuro, no tuvieran que leer siquiera los proyectos de ley antes de pronunciarse sobre su admisibilidad y que casi bastaría con que analizaran el esquema gráfico del mismo.

Evidentemente, el pronunciamiento de admisibilidad requiere un pronunciamiento de fondo, por lo que no corresponde que usted diga hoy que tiene dudas respecto del fondo -por algo lo envía a la Comisión de Constitución- y que, sin embargo, por no tener vicios de forma, es suficiente para declararlo admisible.

Señor Presidente, le pido con mucho respeto actuar con responsabilidad. Este proyecto lo va a ver una u otra comisión, o se va a votar la admisibilidad, pero lo que usted está resolviendo hoy afectará cualquier proyecto de ley que esta Cámara pueda aprobar, despachar y estar en ejecución en el futuro.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, le recuerdo que, según me informan, usted era miembro de la Comisión de Constitución el año 2006, cuando ingresó un proyecto sobre el fuero paternal, el que fue enviado por la Mesa de ese año a la Comisión de Constitución, la cual lo declaró constitucional por amplia mayoría, lo que permitió que continuara su tramitación.

Por lo tanto, no es primera vez que ocurre algo como esto. La Mesa ha hecho la interpretación correcta de las disposiciones de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, usted nos señaló que el proyecto en comento fue presentado por ocho diputados, por lo que, en consecuencia, no excedía de diez; que no invadía atribuciones del Ejecutivo, y que estaba escrito en papel bond 24, por lo que era formalmente admisible.

Francamente, señor Presidente, perdóneme, pero no obstante toda la amistad que nos une, debo decirle que esto es un escándalo.

Entiendo que usted declara la admisibilidad para que no se vote, como afirma el diputado Boric; pero yo quisiera debatir con él; quisiera tener la oportunidad de convencerlo de que el camino que abrimos por la vía de autoinferirnos, de autootorgarnos el derecho a anular leyes nos lleva al debilitamiento definitivo de la institucionalidad chilena.

Si así fuera, todos nosotros seríamos pasibles de ser acusados de notable abandono de deberes por no haber anulado el sistema binominal, en lugar de haber hecho un esfuerzo gigantesco para conseguir la mayoría necesaria en el Congreso Nacional para cambiarlo, o de no haber anulado la Ley Reservada del Cobre; porque no hay leyes más corruptas ni malas que aquellas dictadas por un grupo estrecho de personas entre cuatro paredes.

Perdónenme, pero es el camino de destrucción de la institucionalidad chilena, y yo responsablemente les digo que no voy a cohonestar ese camino.

He dicho.

El señor RINCON.- Señor Presidente, pido reunión de los jefes de los Comités con suspensión de sesión.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero ser bastante claro para referirme a esta materia, porque tengo moral para hablar, ya que formé parte de la Comisión de Pesca cuando se discutió el proyecto que hoy conocemos como ley de pesca.

Fui de los que denunció en ese momento, tal cual ha dicho ahora el diputado Hugo Gutiérrez, que la ley de pesca se obtuvo mediante la coima, el cohecho y el fraude, como demuestran los hechos que investiga la justicia. Pero considero -lo digo con mucho respeto- una irresponsabilidad lo que estamos haciendo. Esto no había ocurrido antes, y ustedes mismos, en conversaciones de pasillos, habían señalado previamente que esto era inadmisible.

Lo que se intenta hacer es una triquiñuela, una triquiñuela -el país debe saberlo- para que no se sepa quién es quién, quién está con quién y cómo están los poderes empresariales detrás de todo esto, porque el lobby descarado que ha habido en estos días ha sido inusitado.

El diputado Pepe Auth tiene toda la razón en lo que expresó: este mecanismo que se nos propone llevará a la autodestrucción del Congreso Nacional.

Ahora bien, considero que hay mucho populismo en lo que han dicho varios de los diputados que han intervenido en el debate. Por lo tanto, lo que deberíamos hacer, para evidenciarlo y ver quiénes son consecuentes, es ponernos de acuerdo para echar abajo las leyes que siguen beneficiando a las grandes empresas que abusan de los chilenos, como las AFP o las isapres.

¡Hagámoslo entre todos! ¡Nos están dando la facultad para hacerlo y no hay elementos para impedirlo!

¡Muchas gracias por permitirlo! La próxima semana comenzaremos a hacerlo.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, en aras de transparentar las cosas, como lo estamos haciendo con todo, algunos diputados derechamente dicen que están en desacuerdo con su pronunciamiento respecto de la admisibilidad de la moción. Hemos escuchado a diputados decir que no les gusta esta moción y que están por declararla inadmisible.

Yo estoy de acuerdo con la admisibilidad que usted ha decretado, señor Presidente; pero, como dije, algunos diputados están en desacuerdo con eso. 

En consecuencia, creo que no deben quedarse solamente en la retórica, por lo que deben levantar sus manitas y decir que están en desacuerdo con la admisibilidad y que se debe votar, lo que nos permitirá comprobar quiénes están de acuerdo con la admisibilidad y quiénes de acuerdo con la inadmisibilidad. Así resolvemos el tema altiro. 

A quienes dicen que la nulidad conduce al camino de la autodestrucción de nuestro ordenamiento jurídico, debo recordarles que la Corte Interamericana de Derechos Humanos dijo respecto del caso Almonacid, de 1998, que había que dejar sin efecto el decreto ley de amnistía.

Señor Presidente, Juan Bustos, diputado de la república, presentó una moción de nulidad de derecho público de ese decreto, que usted citó cuando declaró admisible la moción parlamentaria, porque sostenía que el decreto de amnistía era una autoexoneración de la responsabilidad penal de los peores genocidas de este país, por lo que había que anularlo, para lo que presentó un proyecto de anulación de ese decreto, que está en el Senado y al que nuestro gobierno le ha puesto más de diez veces urgencia. Es decir, la iniciativa que estamos viendo ahora no es original: ya Juan Bustos lo planteó en su momento, está vigente y en tramitación.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ya nos exigió, como Estado, que dejemos sin efecto -no dijo que deroguemos- el decreto ley de amnistía, porque sabe muy bien que si lo derogamos, se le reconoce vigencia a su aplicación, por lo que el único camino es anularlo, y fue el que eligió Juan Bustos en su momento.

Ese es el camino que estamos planteando ahora respecto de esta ley espuria, porque es una exigencia ciudadana, popular, para que sea anulada, con el objeto de que no tengamos que indemnizar a todas esas industrias pesqueras. De lo contrario, sería como si conociera a quien me robó el automóvil, y se lo comprara para recuperarlo. ¡Eso es inaudito, absurdo, ridículo! Por eso nosotros planteamos que debemos anular esa ley.

¿Es un camino inédito? No lo es, señor Presidente, porque, repito, ya Juan Bustos lo planteó en su oportunidad. Es un camino que no hemos recorrido en su totalidad, pero hay que recorrerlo. Por eso estoy de acuerdo con la admisibilidad que usted planteó respecto de la moción. 

Repito, si alguien considera que es inadmisible, que levante la manita y lo diga, para que se discuta y se vote altiro, con lo que zanjaremos el problema de inmediato.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, es un error el ejemplo que dio el diputado que me antecedió en el uso de la palabra. La nulidad de una norma, como la de la ley de amnistía, tiene un derecho penal sustantivo que la reemplaza. La vida sigue funcionando.

Anular una ley como la de pesca deja sin marco regulatorio a esa actividad. Hay una diferencia del cielo a la tierra. Si se presenta un proyecto de ley para anular la Ley del Tránsito, y se declara admisible, se acaba la regulación de esa actividad; si presentemos un proyecto de ley para declarar nulas las normas de impuestos, no hay recaudación.

Los diputados Pepe Auth, Nicolás Monckeberg y René Saffirio han dicho cosas muy ciertas y claras. En un marco institucional existe el legítimo derecho de presentar iniciativas y ganar.

Quiero decir dos cosas que no pueden pasar: 

En primer lugar, que se haga trampa para cambiar algo que no gusta, por la vía de una anulación que no existe. Presenten una nueva institucionalidad, discútanla y gánenla por mayoría. Eso sí es admisible. Para eso tiene que haber una autoridad que, en vez de guardar silencio, como lo está haciendo esta, opine y tome partido, en lugar de esconderse para no tomar decisiones.

En segundo lugar, lo que es más grave todavía, señor Presidente, es que el Reglamento lo faculta para guardar silencio y declarar admisible la moción. Pero si hay algo que hace mal a los países es que sus autoridades no tengan carácter. Usted sabe que esto es inadmisible, y lo sabe desde el día uno, pero se está escudando en una norma reglamentaria porque no se atreve a decir que es inadmisible. 

Cuando las autoridades actúan de esa manera, los países se van al suelo. Declarar al proyecto admisible porque no se atreve a actuar, por miedo a la opinión pública o porque produce divisiones en la Nueva Mayoría, daña a Chile.

Lo invito a que cambie su opinión, señor Presidente, porque si hay algo grave es que las autoridades renuncien a ejercer el rol que les corresponde. Esto amerita al menos una segunda censura, porque esta actitud es inaceptable.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Citaré en un momento más a reunión de Comités, sin suspender la sesión.

PERMISO CONSTITUCIONAL

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por el diputado señor Mario Venegas, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política y 34 del Reglamento de la Corporación, ha solicitado autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 21 de enero, para dirigirse a México.

¿Habría acuerdo?

-Manifestaciones en la Sala.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, con el mayor respeto, debo decirle que hay un error, porque voy a salir solo por dos días. Incluso, adjunté la invitación. No necesito pedir más de treinta días.

-Manifestaciones en la Sala.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, aquí tengo la nota firmada por usted en la que dice que solicita permiso para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, le estoy señalando públicamente que es un error.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señores diputados, a continuación corresponde tratar el informe de la Comisión Especial Investigadora sobre los hechos que se conocen como “caso Caval” y la participación en ellos del exdirector sociocultural de la Presidencia de la República.

De conformidad con los acuerdos de los Comités, se destinarán veinte minutos para rendir el informe y una hora y media para el debate, que se otorgará a las bancadas en forma proporcional.

Diputada informante de la Comisión Especial Investigadora es la señora Alejandra 
Sepúlveda.

El señor SANTANA.- Señor Presidente, pido que cite a reunión de los Comités, con suspensión de la sesión.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solicitamos que cite a reunión de los Comités, con suspensión de la sesión.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Eso lo determina la Mesa, señor diputado.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solicito que cite a reunión de los Comités, con suspensión de la sesión. Es una facultad de los Comités solicitarlo, señor Presidente, atendida la gravedad de los hechos ocurridos.

-Manifestaciones en la Sala.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Cito a reunión de Comités.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDO DE LOS COMITÉS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Secretario informará sobre el acuerdo de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Marco Antonio Núñez, adoptaron por unanimidad el siguiente acuerdo:

Trasladar la discusión del informe de la Comisión Especial Investigadora sobre los hechos que se conocen como “caso Caval” y la participación en ellos del exdirector sociocultural de la Presidencia de la República a la sesión ordinaria de mañana miércoles 20 de enero, en el primer lugar del Orden del Día.

Para su debate se destinarán 30 minutos a la diputada informante y 90 minutos que serán repartidos proporcionalmente entre los diferentes Comités, tal como estaba fijado para esta sesión.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Debo informar que se ha dado un amplio debate de jefes, subjefes de bancadas y otros diputados. La mayoría de las bancadas ha ratificado la decisión de la Mesa respecto del proyecto que declara la nulidad de la ley 
N° 20.657. 

Además, se ha determinado que no solo sea la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la que lo analice, sino también, en forma posterior, la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos.

A continuación funcionarán las comisiones que han sido citadas para hoy en la tarde y mañana sesionaremos a las 10.30 horas. Primero resolveremos la censura a la Mesa y posteriormente se debatirá el informe de la Comisión Especial Investigadora sobre los hechos que se conocen como “caso Caval”, que seguramente tomará toda la mañana.

Se levanta la sesión.
-Se levantó la sesión a las 18.07 horas.
GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
V. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S. E. la Presidenta de la República por el cual da inicio a la
tramitación del proyecto que “Crea el Consejo Nacional y los Consejos
de Pueblos Indígenas”. (boletín N° 10526-06)

 “Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas:

I. ANTECEDENTES

En el año 1993 se dictó la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la cual marcó un hito, ya que reconoció a los pueblos indígenas en el ordenamiento jurídico nacional. Sin embargo, la prioridad adecuada para la política indígena sigue siendo una tarea inconclusa.


Por ello, en el mes de enero del año 2001, se constituyó la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, que tenía como misión presentar al Presidente de la República las propuestas y recomendaciones referidas a mecanismos institucionales, jurídicos y políticos para una plena participación, reconocimiento y goce de los derechos de los pueblos indígenas en un sistema democrático, sobre la base de un consenso social y de reconstrucción de la confianza histórica.

Dicha Comisión emitió su informe en el año 2003 en el cual recomienda expresamente, entre otras propuestas, la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas, el cual sería un “(…) órgano representativo de los Pueblos Indígenas, generado democráticamente, independiente y distinto de las instancias gubernamentales encargadas de la definición y ejecución de las políticas públicas dirigidas a los Pueblos Indígenas, como es el caso de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y otros organismos sectoriales que también definen y ejecutan políticas que conciernen a los Pueblos Indígenas.”.

Con posterioridad, en el año 2007 nuestro país apoyó con su firma la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, lo que demuestra nuestro compromiso como Estado, de avanzar en el reconocimiento pleno de los derechos colectivos de los pueblos indígenas que habitan nuestro territorio. La participación y la representación son valores fundamentales de la democracia, por ello, son necesarios para reconocer y procesar las diferencias que nos hacen ser una nación diversa.
Ello hace necesario que existan órganos que permitan la representación de todos los pueblos indígenas que habitan en nuestro país, de manera de optimizar la toma de decisiones. Para efectos de lo anterior, se crea el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas que será el órgano que permitirá representar a los pueblos indígenas del país.

Sin perjuicio de lo anterior,resulta evidente que cada pueblo indígena debe adoptar sus propias decisiones sobre materias que le afecten de manera particular. Para ello, se crea por cada pueblo indígena, un Consejo el cualrepresentará los intereses y particularidades del pueblo respectivo.
Nuestra sociedad debe hacer un esfuerzo por reconocerse a sí misma y dar cuenta de su innegable diversidad y, en consecuencia, constituye un deber de todos construir un Estado más inclusivo que, en este caso, debe partir por otorgar mecanismos eficaces para plantear en las diferentes instancias de decisión, los intereses, los derechos y la cosmovisión indígenas.

II. EL PROCESO DE CONSULTA

En el mes de marzo del año 2008 el Congreso Nacional aprobó el proyecto de acuerdo relativo al Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el cual fue promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El depósito del instrumento de ratificación se realizó el 15 de septiembre del año 2009, ante la OIT, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el mismo Convenio, éste debía entrar en vigencia en nuestro país un año después.

El artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT establece que los gobiernos deben consultar a los pueblos indígenas interesados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, mediante procedimientos apropiados y a través de sus instituciones representativas.

Para cumplir con el Convenio N° 169 de la OIT, en el mes de septiembre del año 2014 el Gobierno inició a un proceso de consulta a los nueve pueblos indígenas, respecto de esta medida legislativa, es decir, el proyecto de ley que crea el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas. 

De este modo, el proyecto de ley que presento a vuestra consideración es el producto de una propuesta planteada a las comunidades y organizaciones indígenas del país, mediante un proceso de consulta nacional. En dicho proceso, junto con los nueve pueblos indígenas se acordó esta medida legislativa, pues ellos consintieron en la creación de este órgano colegiado de representación indígena.

El proceso de consulta contempló cinco etapas: planificación, entrega de información, deliberación interna, diálogo y sistematización de la información. Este proceso de consulta previa tuvo una duración de seis meses, incluida la etapa de sistematización. En dicho proceso participaron más de 6.700 actores de instituciones representativas de los pueblos indígenas de todo el país incluida la Isla de Pascua o Rapa Nui.

En consecuencia, por medio de este proceso, el Estado dio cumplimiento a las obligaciones referidas a la consulta previa establecida en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, al consultar a los pueblos indígenas medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente.
III. OBJETIVO DEL PROYECTO

El objetivo del proyecto de ley que se somete a vuestra consideración es crear un Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos,para efectos de generar instancias de representación de los intereses, las necesidades y los derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado.

Por ello, el Consejo Nacionalserá una corporación de derecho público, autónoma y representativa de los pueblos indígenas, no sólo ante los órganos de la Administración del Estado, sino que también frente al Congreso Nacional, el Poder Judicial y los órganos constitucionalmente autónomos.

Por su parte, los Consejos de Pueblos Indígenas también serán corporaciones de derecho público, autónomas y representativas de los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas respectivos ante los organismos del Estado.

La entidad de carácter nacional, así como los Consejos de Pueblos, no limitan en modo alguno las instancias de participación y consulta que puedan operar en el ordenamiento jurídico chileno.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO

A continuación detallo el contenido del proyecto de ley que someto a vuestra consideración.

1. Crea los Consejos de Pueblos Indígenas

En primer lugar, propongo la creación de los Consejos de Pueblos Indígenas, que serán corporaciones de derecho público de carácter autónomo, representativos, participativos y de consulta cuyo objeto será representar los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado.

Entre sus atribuciones se destacan las siguientes: formular propuestas al diseño y evaluación de la Política Nacional Indígena; informar sobre la situación de los derechos de los pueblos indígenas; representar a los pueblos indígenas ante los organismos del Estado y, especialmente, en los procesos de consulta; proponer la elaboración de planes y programas destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas, entre otras.

Existirá un Consejo por cada pueblo indígena reconocido por la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, con una cantidad variable de integrantes siendo el de mayor número el Consejo del pueblo mapuche, con 35 integrantes. El número de consejeros por pueblo indígena ha sido determinado de conformidad a los acuerdos alcanzados en el proceso de consulta de esta medida legislativa.

En definitiva, el proyecto establece las funciones y atribuciones de dichos Consejos; su composición; sus reglamentos internos, los cuales serán generados por cada pueblo indígena para su Consejo; además, establece el procedimiento de designación de los consejeros y los requisitos mínimos para su elección; un mecanismo de impugnación en sede indígena de las designaciones de consejeros, sin perjuicio de la posibilidad de recurrir en sede judicial si es que se determina adecuado.
2. Funcionamiento de los Consejos de Pueblos Indígenas

Los Consejos sesionarán mensualmente en sesiones ordinarias. Asimismo, podrán sesionar extraordinariamente cuando así lo solicite un tercio o más de los miembros en ejercicio, para el caso de Consejos de más de tres miembros, y cuando así lo soliciten dos tercios o más de los miembros en ejercicio, para el caso de Consejos de tres miembros. Podrá celebrarse como máximo una sesión por día tanto ordinaria como extraordinaria. Con todo, no podrá convocarse a más de tres sesiones extraordinarias en un año calendario.


Las sesiones podrán extenderse hasta por tres días y en ellas podrán tratarse todas aquellas materias que sean de su competencia. Todas las sesiones serán públicas.


Los consejeros tendrán derecho a percibir una dieta mensual. La dieta será fijada mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Pueblos Indígenas, suscrito también por el Ministro de Hacienda, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, según número de sesiones y tendrá un tope máximo mensual.

3. Del Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas

Además, este proyecto de ley crea un Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, corporación de derecho público de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, para que aborde materias susceptibles de afectar a todos los pueblos indígenas y que contará con atribuciones resolutivas y facultativas. El objetivo de este Consejo Nacional será representar los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado.
El proyecto de ley fija sus atribuciones, entre las cuales, destacan: promover, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, las medidas destinadas a favorecer la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas en Chile; colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la implementación, seguimiento y evaluación de resultados del Convenio N° 169 de la OIT y demás Tratados y Convenios Internacionales de derechos humanos; colaborar en la promoción e impulso de las políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de dichos pueblos; y, proponer al o a la Ministro(a) de Pueblos Indígenas, con la colaboración de los Consejos de Pueblos Indígenas, la dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros.
Además, establece la facultad de actuar en calidad de institución representativa de todos los pueblos indígenas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de la OIT, y a las normas internas aplicables.

4. Composición del Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas

Este Consejo Nacional de Pueblos Indígenas estará compuesto por 15 miembros que representen a los nueve pueblos indígenas de nuestro país. 

Para su integración he considerado a los consejeros por pueblo indígena, fijando el número de ellos, de conformidad a los acuerdos alcanzados en el proceso de consulta de esta medida legislativa.

5. Funcionamiento del Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas

El Consejo Nacional de Pueblos Indígenas tendrá su domicilio en laciudad de Santiago, en la cual sesionará.


El Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, financiará a sus miembros, cuando corresponda, el alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones del Consejo, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

6. Otras disposiciones

El proyecto de ley contiene cinco artículos transitorios en los que se prevé, entre otras materias, la forma de conformar los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional por primera vez; la elaboración del primer reglamento interno, en el plazo de un año contado desde la convocatoria realizada por el Subsecretario de Pueblos Indígenas; el plazo para conformar el respectivo Consejo y su correspondiente mecanismo de publicidad, junto con la atribución del (de la) Ministro (a) de Pueblos Indígenas para supervisar la correcta realización de este proceso; asimismo, se establece la norma de imputación de gastos.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

DE LOS CONSEJOS DE PUEBLOS INDÍGENAS

Párrafo 1°

De su Naturaleza y Funciones
Artículo 1°.-Consejos de Pueblos Indígenas.- Créanse nueve Consejos de Pueblos Indígenas, en adelante denominados también “los Consejos”, los cuales se constituirán como corporaciones de Derecho Público de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° de la presente ley.
A cada Consejo le corresponderá la representación de los intereses, necesidades y derechos colectivos del respectivo pueblo indígena, especialmente ante los órganos del Estado, constituyendo una instancia de participación en todos los ámbitos de la política pública, y en particular, respecto a los procesos de consulta y participación de los pueblos indígenas conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de la OIT. 

Los estatutos de cada corporación establecerán quién ejercerá la dirección y administración superior de cada Consejo.
Artículo 2°.- Nueve Consejos de Pueblos Indígenas.- Los nueve Consejos de Pueblos Indígenas serán los siguientes:
a) Consejo del pueblo Aymara;
b) Consejo del pueblo Quechua;
c) Consejo del pueblo Atacameño o LikanAntay;
d) Consejo del pueblo Diaguita;
e) Consejo del pueblo Colla;
f) Consejo del pueblo Rapa Nui;
g) Consejo del pueblo Kawésqar;
h) Consejo del pueblo Yagan;
i) Consejo del pueblo Mapuche.
Artículo 3°.- Funciones y atribuciones.- Para el cumplimiento de su misión, los Consejos de Pueblos Indígenas tendrán las siguientes atribuciones y funciones:

a) Formular propuestas, observaciones y recomendaciones al Ministerio de Pueblos Indígenas relativas a la elaboración, implementación, ejecución y evaluación de la Política Nacional Indígena;

b) Formular propuestas, observaciones y recomendaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, relativas a la elaboración, implementación, ejecución y evaluación de planes y programas sectoriales e intersectoriales destinados a promover el desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas; el fortalecimiento de sus derechos colectivos, de su identidad, cultura, lenguas, instituciones y tradiciones, así como la preservación de su patrimonio arqueológico, histórico, cultural y de conocimientos tradicionales;

c) Colaborar con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas en la(s)propuesta(s) de dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas;

d) Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, respecto del desarrollo de los procesos de consulta y, en caso de ser requeridos, pronunciarse sobre la existencia o no de la susceptibilidad de afectación directa a los pueblos indígenas de las medidas administrativas y legislativas que se prevean ejecutar, de conformidad al Convenio 169, de la OIT;

e) Emitir informes acerca de la implementación del Convenio N° 169 de la OIT y demás Tratados y Convenios Internacionales suscritos por Chile en lo relativo a los pueblos indígenas, dentro del ámbito de sus competencias;

f) Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones al Ministerio del Medio Ambiente, en relación a los procesos de consulta indígena que se desarrollen en el marco de las Evaluaciones de los Estudios de Impacto Ambiental;

g) Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones a las Secretarias de Estado en materia de derechos colectivos de los pueblos indígenas y su interculturalidad;

h) Emitir su opinión en materia de costumbre indígena y su aplicación, cuando lo soliciten los organismos del Estado;

i) Emitir opinión y formular recomendaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, respecto a la protección del patrimonio cultural material e inmaterial de los pueblos indígenas, impulsando medidas que contribuyan a la implementación de la letra j) del artículo 8 de la Convención sobre Diversidad Biológica de Naciones Unidas;

j) Colaborar, dentro del ámbito de su competencia, con la mantención del Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas; e informar respecto de cualquier materia que el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas le requiera, que esté relacionada con el Registro de Comunidades y Asociaciones Indígenas;

k) Adoptar decisiones sobre su propia orgánica con carácter resolutivo, facultativo y vinculante; 

l) Diseñar planes operativos anuales del respectivo Consejo;

m) Desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De su Composición
Artículo 4°.-Composición de los Consejos de Pueblos Indígenas.- Cada Consejo de Pueblos Indígenas tendrán el siguiente número de representantes:

a) 9 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Aymara;


b) 3 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Quechua;

c) 5 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Atacameño o LikanAntay;

d) 5 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Diaguita;

e) 3 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Colla;

f) 3 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Rapa Nui;

g) 3 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Kawéskar;

h) 3 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Yagán;

i) 35 miembros el Consejo de Pueblos Indígenas Mapuche;

Artículo 5°.-Reglamento(s) interno(s).- Los Consejos se regirán por la presente ley y por uno o más reglamentos internos, los que deberán respetar la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Chile y la demás normativa que se encuentre vigente.

El o los reglamentos internos serán generados por cada pueblo indígena para su consejo, considerando sus valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas y procedimientos propios y culturalmente pertinentes.
En dichos reglamentos se deberán señalar, entre otras materias, el domicilio del respectivo Consejo; su forma de organización interna; los procedimientos para la designación de consejeros y para la adopción de acuerdos; la impugnación de la designación de consejeros, en sede indígena; y la designación del participante del Consejo Nacional Indígena a que se refiere el Título II de la presente ley.
Cualquier modificación efectuada al o a los reglamento(s) interno(s) deberá ser depositada en el Ministerio de Pueblos Indígenas en el plazo de 30 días hábiles desde su aprobación.

Artículo 6°.-Designación de consejeros.- Los miembros de cada Consejo serán designados de conformidad a lo establecido en él o los respectivo(s) reglamento(s) interno(s) a que se refiere el artículo precedente, considerando, en su caso, la opinión de la(s) respectiva(s) autoridad(es) tradicional(es) indígena(s) y sus propios procedimientos de convocatoria y toma de decisiones.

Asimismo, para éstos efectos los Consejos podrán solicitar al Ministerio de Pueblos Indígenas y al Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, toda la información necesaria, incluida aquella contenida en el Registro Especial de Calidad Indígena a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 19.253, que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y que Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, para ser usada respetando lo dispuesto en la ley N° 19.628, Sobre Protección de la Vida Privada.

Artículo 7°.- Requisitos mínimos.- Para ser miembro del Consejo se requerirá acreditar la calidad de indígena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de la ley N° 19.253, que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y que Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; y tener, a lo menos, dieciocho años de edad.

Artículo 8º.- Impugnación en sede indígena.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley, cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de designación de consejeros, conforme a lo dispuesto en su reglamentación interna.

No obstante lo anterior, el plazo para reclamar será de siete días hábiles contados desde la fecha de la designación y la reclamación deberá ser resuelta en el plazo de cinco días hábiles contados desde su interposición.

Artículo 9º.- Impugnación en sede judicial.- Cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de designación de consejeros, así como los procesos realizados para la generación del o de los reglamento(s) interno(s), mediante presentación ante la Corte de Apelaciones del domicilio del Consejo de Pueblos respectivo, siendo aplicables las normas establecidas para latramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales, en lo que resulte pertinente.

La Corte de Apelaciones resolverá de conformidad con las reglas de la sana crítica y considerando la costumbre indígena en los términos establecidos en la ley Nº 19.253 que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y que Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, y los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por Chile.

Artículo 10.- Vacancia del cargo.- Producida una vacante en el Consejo respectivo, ésta deberá ser provista en el plazo máximo de un mes,de conformidad a lo establecido en el o los respectivos reglamentos internos.

Artículo 11.- Duración en el cargo.- Los consejeros durarán cuatro años en el cargo, contados desde que fueron designados, pudiendo ser reelegidos de conformidad a lo establecido en el o los respectivos reglamentos internos.

Párrafo 3°

De su Funcionamiento
Artículo 12.- Sesiones.- Los Consejos sesionarán mensualmente en sesiones ordinarias. Asimismo, podrán sesionar extraordinariamente cuando así lo solicite un tercio o más de los miembros en ejercicio, para el caso de consejos de más de tres miembros, y cuando así lo soliciten dos tercios o más de los miembros en ejercicio, para el caso de consejos de tres miembros. Podrá celebrarse como máximo una sesión por día, sea esta ordinaria o extraordinaria. Con todo, no podrá convocarse a más de tres sesiones extraordinarias en un año calendario.

Las sesiones podrán extenderse hasta por tres días y en ellas podrán tratarse todas aquellas materias que sean de su competencia.

Las sesiones ordinarias y extraordinarias serán públicas y su convocatoria se hará en la forma que determine el o los reglamento(s) interno(s) respectivo(s).

Artículo 13.- Dieta.- Los consejeros tendrán derecho a percibir una dieta mensual. La dieta será fijada mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Pueblos Indígenas, suscrito también por el Ministro de Hacienda, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, según número de sesiones y tendrá un tope máximo mensual.

El Consejo de Pueblos Indígenas respectivo, financiará a sus miembros, cuando corresponda, el alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones del Consejo, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

TÍTULO II

DEL CONSEJO NACIONAL DE PUEBLOS INDÍGENAS

Párrafo 1°

De su Naturaleza y Funciones
Artículo 14.- Consejo Nacional de Pueblos Indígenas.- Créase el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, en adelante también “el Consejo Nacional”, que se constituirá como corporación de derecho público de carácterautónomo, representativo, participativo y de consulta.

Al Consejo le corresponderá la representación de los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas en su conjunto, especialmente ante los órganos del Estado, constituyéndose en una instancia de participación en todos los ámbitos de la política pública. Contará con atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes sobre su propia orgánica.

El Estatuto de la Corporación establecerá, a lo menos, quién ejercerá la dirección y administración superior del Consejo.

Artículo 15.- Funciones y atribuciones.- Para el cumplimiento de su misión, el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

a) Promover, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, las medidas destinadas a favorecer la promoción y protección de los derechos humanos de los Pueblos Indígenas en Chile;

b) Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la implementación, seguimiento y evaluación de resultados del Convenio N° 169 de la OIT y demás tratados y convenios internacionales de derechos humanos,suscritos por Chile y que se encuentre vigentes, relativos a materias indígenas;
c) Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en el estudio, diseño, implementación y evaluación de la PolíticaNacionalIndígena;

d) Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la promoción e impulso de las políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas;

e) Adoptar acuerdos y emitir su opinión ante los organismos públicos nacionales e internacionales, sobre la situación nacional de los derechos de los pueblos indígenas y hacer recomendaciones para su debido resguardo y respeto a los distintos órganos del Estado;

f) Proponer al (a la) Ministro (a) de Pueblos Indígenas, con la colaboración de los Consejos de Pueblos Indígenas, la dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros;

g) Proponer al (a la) Ministro(a) de Pueblos Indígenas modelos de administración de las Áreas de Desarrollo Indígena, como asimismo proponer el establecimiento de nuevas áreas y evaluar el funcionamiento de las mismas, pudiendo formular recomendaciones;

h) Actuar en calidad de institución representativa de todos los pueblos indígenas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de la OIT, y a las normas internas aplicables;
i) Designar representantes para concurrir ante los foros internacionales sobre temas indígenas, en representación del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, cuando corresponda;

j) Absolver las consultas que los organismos del Estado le formulen en materia de derechos de los pueblos indígenas;

k) Aprobar el o los reglamentos internos que regulen su funcionamiento;

l) Desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De su Composición
Artículo 16.- Composición.- El Consejo Nacional de Pueblos Indígenas estará compuesto por quince consejeros pertenecientes a cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas a que se refiere el Título I de la presente ley, de acuerdo a la siguiente distribución:

a) Dos consejeros del Consejo del Pueblos Indígena Aymara;

b) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Quechua;

c) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Atacameño o LikanAntay;

d) Dos consejeros del Consejo del Pueblo Indígena Diaguita;

e) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Colla;

f) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Rapa Nui;

g) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Kawéskar;

h) Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Yagán;

i) Cinco consejeros del Consejo del Pueblo Indígena Mapuche.

Artículo 17.- Consejeros Nacionales.- Cada Consejo de Pueblos Indígenas deberá designar a su(s) respectivo(s) miembro(s) participante(s) del Consejo Nacional Indígena, de conformidad a lo establecido en su reglamentación interna.

Párrafo 3°

De su Funcionamiento
Artículo 18.- Domicilio.- El Consejo Nacional de Pueblos Indígenas tendrá su domicilio en la ciudad de Santiago.

Artículo 19.- Sesiones.- Las sesiones ordinarias del Consejo se celebrarán tres veces al año, en la primera semana de los meses de abril, agosto y diciembre.
Cada sesión podrá extenderse por un período de hasta tres días y en ellas podrán tratarse todas aquellas materias que sean de competencia del Consejo. Dicho período podrá ampliarse hasta por dos días adicionales consecutivos, por acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio, la que en todo caso deberá incluira consejeros pertenecientes, a lo menos, a tres pueblos indígenas.

Las sesiones extraordinarias tendrán lugar sólo cuando lo solicite un tercio o más de los miembros en ejercicio. Entre los solicitantes deberá haber consejeros pertenecientes, a lo menos, a tres pueblos indígenas. Con todo, no podrá citarse a más de tres sesiones extraordinarias en un año calendario.
Las sesiones extraordinarias podrán extenderse por un período máximo de tres días y en ellas sólo podrán abordarse las materias previstas en la convocatoria.

Las sesiones ordinarias y extraordinarias serán públicas y su convocatoria se efectuará en la forma que determine el reglamento interno.

Artículo 20.- Reglamento Interno.- El Consejo Nacionalde Pueblos Indígenas determinará en un reglamento interno las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

Artículo 21.- Traslados y otros gastos.- El Consejo Nacional de Pueblos Indígenas financiará a sus miembros, cuando corresponda, los gastos de traslado, alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones del Consejo, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Para efectos de determinar la primera conformación de cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas a que se refiere el Título I de la presente ley, el Subsecretario de Pueblos Indígenas deberá convocar dentro de noventa días desde la entrada en vigencia de la presente ley, a todas las organizaciones representativas de los pueblos indígenas, en especial a las constituidas de conformidad a la ley Nº 19.253, que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. 


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, cada pueblo indígena deberá proceder a la elaboración y aprobación del primer reglamento interno, dentro del plazo de un año contado desde la convocatoria señalada en el inciso anterior.
Artículo segundo transitorio.- El primer reglamento interno de cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas deberá ser depositado en el Ministerio de Pueblos Indígenas, en el plazo de 30 días hábiles desde su aprobación.
Artículo tercero transitorio.- La primera sesión de cada Consejo deberá realizarse dentro de los tres meses siguientes al depósito de su primer reglamento interno.


El Ministerio de Pueblos Indígenas deberá supervisar y velar por la correcta realización de la primera sesión de Consejos, entregando a cada pueblo indígena el apoyo administrativo y técnico necesario.

Artículo cuarto transitorio.- La presente ley entrará en vigencia en la misma fecha en que inicie sus funciones el Ministerio de Pueblos Indígenas, o a contar de la fecha de publicación de la presente ley, en el caso de que ésta última sea publicada con posterioridad a la ley del Ministerio de Pueblos Indígenas. 

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, y en lo que faltare, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia; MARCOS BARRAZA GÓMEZ, Ministro de Desarrollo Social.”
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Proyecto de Ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indigenas

Mensaje N° 1594-363

. Antecedentes

El presente proyecto de ley crea nueve “Consejos de Pueblos Indigenas” y el "Consejo
Nacional de Pueblos Indigenas", como Corporaciones de Derecho Publico de caracter
auténomo, representativo, participativo y de consulta.

En su Titulo | se definen los nueve Consejos de Pueblos Indigenas, a quienes les
corresponderd la representacién de los intereses, necesidades y derechos colectivos del
respectivo pueblo indigena, especialmente ante los érganos del Estado, constituyendo una
instancia de participacién en todos los dmbitos de la politica publica, y en particular,
respecto a los procesos de consulta y participacién de los pueblos indigenas conforme a lo
dispuesto en el Convenio N° 169, Sobre Pueblos Indigenas y Tribales, de la OIT. Sus
estatutos establecerdn quién ejercerd la direccién y administracién superior de cada
consejo.

Ademas, se definen sus funciones y atribuciones, su composicién con un total de 69
miembros, su reglamentacién interna y la designacién de consejeros que se estableceran
mediante reglamentos que serdn generados por cada pueblo indigena, sus requisitos
minimos, los correspondientes procedimientos de impugnacién en sede indigena y
judicial, y vacancia y duracién del cargo.

Respecto de su funcionamiento se establecen sesiones ordinarias mensuales y un maximo
de tres sesiones extraordinarias en un afio calendario, las que seran publicas y su
convocatoria se hard en la forma que determine el o los reglamentos internos respectivos.
Los consejeros tendran derecho a percibir una dieta con un tope maximo mensual que se
fijara mediante decreto del Ministerio de Pueblos Indigenas. Ademds se establece que el
Consejo de Pueblos Indigenas respectivo, financiara a sus miembros, cuando corresponda,
el alojamiento, alimentacién y seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones
del Consejo, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

Por su parte en su Titulo Il se define el Consejo Nacional de Pueblos Indigenas, con
domicilio en la ciudad de Santiago, a quien le corresponderd la representacién de los
intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indigenas en su conjunto,
especialmente ante los 6rganos del Estado, constituyéndose en una instancia de
participaciéon en todos los émbitos de la politica publica, para lo cual contard con
atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes sobre su propia orgénica. El Estatuto de
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la Corporacién establecerd, a lo menos, quién ejercerd la direccién y administracion
superior del Consejo.

Ademas, se definen sus funciones y atribuciones, su composicion con un total de 15
miembros, quienes serdn designados por cada Consejo de Pueblos Indigenas de
conformidad a lo establecido en su reglamentacion interna, en la que se determinaré las
normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

Respecto de su funcionamiento se establecen tres sesiones ordinarias, en los meses de
abril, agosto y diciembre, y un maximo de tres sesiones extraordinarias en un afio
calendario, las que seran publicas y su convocatoria se hard en la forma que determine el
reglamento interno respectivo. Ademas se establece que el Consejo Nacional de Pueblos
Indigenas, financiara a sus miembros, cuando corresponda, el alojamiento, alimentacién y
seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones del Consejo, cuando ello les
signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

Por ultimo, en sus disposiciones transitorias, el proyecto de ley, entre otras materias,
establece plazo de convocatoria para la conformacion de los Consejos y la elaboracién y
aprobaciéon del primer reglamento, por parte de cada pueblo, el cual deberd ser
depositado en el Ministerio de Pueblos Indigenas en el plazo de treinta dias hébiles desde
su aprobacion; establece el plazo para la primera sesién de cada Consejo; establece su
entrada en vigencia, siendo la misma fecha en que inicie funciones el Ministerio de
Pueblos Indigenas o a contar de la publicacion de la presente ley; y la conformacién de su
primer presupuesto y su financiamiento.

1. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicacion de esta Ley, durante el primer afio de su
entrada en vigencia, considerando su efecto afio completo, tiene un costo anual total
aproximado de $ 489 millones, y se financiara con cargo al presupuesto de la Corporacién
Nacional de Desarrollo Indigena y en lo que faltare, con recursos provenientes de la
Partida Tesoro Publico.
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2. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10057-06)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 4°
1) Para sustituir, en el N° 5, elinciso tercero que agrega al artículo 31 de la Ley 18.695,por los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:

“Para la creación de dichas unidades seránecesario contar con el debido financiamiento municipal y con un informe fundado elaborado por las unidades de Administración Municipal, la Dirección de Administración y Finanzas y la Secretaría Comunal de Planificación, que justifiquesu necesidad y acredite su debido financiamiento. En dicho caso, el reglamento deberá ser aprobado por los dos tercios de los concejales en ejercicio.
La destinación de un funcionario a una nueva unidad deberá considerar la experiencia laboral, la formación técnica y profesional en relación a la nueva unidad;y no podrá significar detrimento en su grado, ni en sus remuneraciones.”.
2) Para modificar el numeral 6), que incorpora el artículo 49 bis, 49 ter y 49 quater a la Ley N° 18.695, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyase el Nº 5 del artículo 49 bis, por el siguiente:
“5. Los alcaldes deberán consultar a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley 
N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad en el proceso de elaboración de la planta de personal. En este proceso, los alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito y Paritario, constituido especialmente para este efecto, conformado a lo menos por seis funcionarios. Los representantes de los funcionarios serán elegidos por mayoría, en votación secreta efectuada para tal efecto y deberán representar a distintos estamentos. La opinión de este Comité deberá ser presentada al concejo municipal en ejercicio, con anterioridad a la readecuación de la plantas.”.

b) Reemplázase,enla letra b) del artículo 49 ter, la frase “a la entrada en vigencia del reglamento”, por la expresión “al del inicio del plazo para ejercer la facultad de dictación del reglamento.”.
c) Reemplázase el inciso final del artículo 49 quater, por lo siguientes incisos tercero y final nuevos:
“El reglamento municipal que modifique o fije la nueva planta entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su publicación en el Diario Oficial.

La facultad establecida en el artículo 49 ter, deberá ejercerse dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigencia del reglamento municipal que modifique o fije la planta respectiva. En el caso que procediere la realización de concursos públicos, estos deberán efectuarse en el plazo de un año contado desde la citada fecha.”.
AL ARTÍCULO 5°
3) Para agregar, en la letra b) del numeral 1, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Sólo para los efectos del cálculo del gasto anual en personal que dispone el presente artículo, no se considerarán los pagos que realice el municipio por concepto de la asignación de zona establecida en el artículo 7° del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, otorgada por el artículo 25 del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda, ni de la bonificación establecida en el artículo 3° de la ley N° 20.198, y ni de la bonificación compensatoria del artículo 29 de la ley 20.717, destinada a los beneficiarios de la mencionada bonificación del artículo 3° de ley N° 20.198.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

4) Para agregar en el inciso primero, después del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) lo siguiente: “siempre que mantengan un nombramiento entre los grados ya señalados, ambos inclusive.”.

AL ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO

5) Para sustituir el inciso tercero por el siguiente:
“Los actos administrativos que formalicen lo dispuesto anteriormente deberán dictarse en el caso del artículo primero transitorio dentro de los noventa días siguiente a la publicación de esta ley, y para el caso del artículo segundo transitorio a más tardar el último día hábil del mes de abril del año 2017.”.

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO

6) Para modificarlo en el siguiente sentido:

a) Elimínase, en la letra a), la frase “en el mes siguienteal de su publicación”.

b) Sustitúyese la frase “por ese concepto en dicho mes.”, por la expresión “por ese concepto en el mes de enero de 2016.”.

c) Para sustituir su inciso final por el siguiente:

“Los bonos señalado anteriormente, se pagarán en una sola cuota, sólo a quienes se encuentren en funciones al momento del pago. Para dicho efecto, las Municipalidades deberán remitir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, toda la información referente a lo dispuesto en las letras a) y b) precedentes, dentro del messubsiguiente a la publicación de esta ley.”.

AL ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO

7) Para sustituir el numeral uno del inciso segundo porel siguiente:
“1.- Valores Asignación Directivo Jefatura:

	GRADOS
	$ MES

	3
	236.626

	4
	223.234

	5
	222.511

	6
	198.669

	7
	181.279

	8
	162.586

	9
	147.133

	10
	133.151

	11
	120.500

	12
	109.049


Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que la remuneración del sector público.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; MAHMUD ALEUY PEÑA Y LILLO, Ministro del Interior y Seguridad Pública (S); RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda.”
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Indicacion al Proyecto de Ley que modifica disposiciones aplicables a los
funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a Ia
Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

Boletin N°10.057-06

I.- Antecedentes

La indicacion modifica el proyecto de ley, estableciendo un conjunto de normas que
lo perfeccionan. Las principales medidas buscan que se fundamente la necesidad
de las nuevas unidades que se creen en los municipios y que se acredite que se
dispone de financiamiento para ello. Asimismo, en los valores de las asignaciones
de los Directivos-Jefatura, se incorpora el Ultimo reajuste de remuneraciones del
sector publico.

II.- Efecto del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

La indicacién en comento no tiene efectos sobre el presupuesto fiscal, ya que se
mantiene el monto del aporte fiscal que se propone para el financiamiento de este
proyecto de ley. El costo total obligatorio para los municipios tampoco se afecta,
por el incremento de las asignaciones de los Directivos-Jefatura, porque el reajuste
de remuneraciones ya estaba considerado en la proyeccién 2016, informada a
través del Informe Financiero Sustitutivo N°173, de 14.12.2015.
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3. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que
“Perfecciona la justicia tributaria y aduanera.”. (boletín N° 9892-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “suma” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de 15 días para afinar su tramitación, término que vence el día 22 de enero próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 7 de enero, recién pasado.


Durante la discusión de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia del Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, del Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco; del Coordinador Tributario, señor Alberto Cuevas; del Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios Aduaneros del Ministerio de Hacienda, señor Andrés Schiappacasse; del abogado asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; del Subdirector Jurídico (S) del Servicio de Impuestos Internos, señor Lucio Martínez; del profesor de Derecho Tributario, señor Guillermo Infante; de la Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios de los Tribunales Tributarios, señora Marlene Leyton; del Presidente y la Vicepresidenta de la Asociación Nacional de Jueces y Secretarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Oscar Meriño y Paola Feliu, respectivamente y del asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) Las ideas matrices o fundamentales del proyecto son:


a) Reforzar la independencia y especialidad de los Tribunales Tributarios y Aduaneros mediante un sistema de remuneraciones propio para esta judicatura y un aumento en las plantas de funcionarios de dichos tribunales.


b) Avanzar en la especialización de esta judicatura mediante la mejora de ciertos procedimientos e incorporación de nuevas etapas que, además, otorguen mayor certeza jurídica a los intervinientes y celeridad en los procesos. 


c) Establecer la tramitación electrónica de causas en los procedimientos que facilite el acceso oportuno a la información y genere ahorro de recursos.


2) Normas de carácter orgánico constitucional.


Del texto propuesto por vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales los siguientes artículos, por las razones que allí se señalan:


a) Los números 1, 2, 3, 4, 5, 7 y 8 del artículo 1°, de conformidad con lo dispuesto en el considerando 6° de la sentencia del Tribunal Constitucional, rol N° 1243-2008, recaído en el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (ley N° 20.322).


b) El artículo 2°, N° 13, por corresponder a materias relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


c) El artículo primero transitorio por ser complemento de las normas señaladas en la letra a).


d) El inciso primero del artículo segundo transitorio por ser complemento de las disposiciones aludidas en la letra b)


3) Normas de quórum calificado.


No hay.


4) Requiere trámite de Hacienda.


De conformidad a lo establecido en el Nº 4 artículo 302 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que los números 3 y 8 del artículo 1° y los artículos primero, cuarto y quinto transitorios del proyecto de ley en informe deben ser conocido por la Comisión de Hacienda.


5) Comunicación a la Corte Suprema de las disposiciones incorporadas en este trámite o que han sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las ya conocidas por la Corte.


Vuestra Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento, mediante oficio 
N° 344-16, de 19 de enero del presente año, comunicó a la Corte Suprema las modificaciones introducidas por ella, al texto que le fuera consultado anteriormente, en cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales antes mencionadas.


6) El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los diputados presentes.


En sesión 161ª, de 5 de enero de 2016, se aprobó en general por la unanimidad de los diputados presentes.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


5) Se designó Diputado Informante al señor Trisotti, don Renzo.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Consideraciones previas.


Señala el mensaje que la ley N° 20.322, dictada durante el primer mandato de la Presidenta Michelle Bachelet, dio un primer paso en el fortalecimiento de la institucionalidad relativa a los litigios en materias tributarias y aduaneras por medio de la creación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. A través de este hito se concretó, después de muchos años, una nueva justicia especializada en materia tributaria y aduanera, otorgando más y mayores garantías a los contribuyentes. La esencia de esa histórica reforma, fue la creación de Tribunales Tributarios y Aduaneros independientes de la Administración del Estado, que garantizaran la imparcialidad en sus decisiones. Adicionalmente, se buscó fortalecer la garantía de un justo y racional procedimiento, tal y como lo exige nuestra Constitución Política de la República en su artículo 19 número 3°.


Agrega la iniciativa que, conforme señala el artículo primero de la ley N° 20.322, los Tribunales Tributarios y Aduaneros son órganos jurisdiccionales letrados, especiales e independientes en el ejercicio de su ministerio, sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia.


Menciona que, teniendo en cuenta las modificaciones al sistema impositivo introducidas por la Reforma Tributaria contenida en la ley N° 20.780 y la experiencia que los Tribunales Tributarios y Aduaneros han adquirido, especialmente durante su proceso paulatino de instalación a nivel nacional que comenzó en el 2010 y terminó en el año 2013 con la puesta en marcha definitiva de los dieciocho Tribunales actualmente en funcionamiento, se ha estimado de gran relevancia dar nuevos pasos con miras a fortalecer aún más la institucionalidad de la justicia tributaria y aduanera en nuestro país, para enfrentar los nuevos desafíos y necesidades que se presentarán en los próximos años.


Agrega la iniciativa que se somete a consideración del H. Congreso, da cuenta de uno de los compromisos asumidos en el protocolo de acuerdo firmado el día 8 de julio de 2014, entre el Ministerio de Hacienda y los miembros de la Comisión de Hacienda del Senado en el marco de la tramitación de la Reforma Tributaria. Para la formulación de la misma, el Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, realizó un análisis de las diversas materias a través de la formación de mesas técnicas en conjunto con actores del sector público (Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas, Tesorería General de la República, Asociación de Jueces y Funcionarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros) y del sector privado (Círculo Legal de ICARE, Colegio de Abogados de Chile A.G., International Fiscal Association y del Instituto Chileno de Derecho Tributario), además de recibir la opinión de otros expertos en la materia.

2.- Objetivos y contenido del mensaje.


Los principales objetivos del proyecto son:


a) Fortalecer la institucionalidad de la justicia tributaria y aduanera a través de la generación de una escala de remuneraciones propia y el aumento en las plantas de funcionarios de dichos tribunales. Lo anterior no sólo refuerza la independencia de éstosal establecer un sistema de remuneraciones propio para esta judicatura especial, sino que permite hacerse cargo de mejor manera de dicha especialidad, considerando además, los relevantes cambios introducidos por la reciente Reforma Tributaria.

Además, se propone aumentar las plantas de personal, buscando adecuar las mismas al número y complejidad de causas existentes en los tribunales tributarios y aduaneros del país, ello considerando la experiencia recogida con motivo del término de su proceso de instalación a nivel nacional y la vigencia gradual en los próximos años de las distintas medidas aprobadas en la citada Reforma Tributaria.


b) Mejorar ciertos procedimientos e impulsar la incorporación de nuevas etapas en los mismos que permitan seguir avanzando en una judicatura especializada que otorgue a los contribuyentes y a los órganos de la Administración del Estado encargados de aplicar las disposiciones legales respectivas y fiscalizar el cumplimiento tributario y aduanero, la mayor certeza jurídica y celeridad necesaria en el desarrollo de sus actividades.

En este contexto, se incorporan nuevas instituciones como la conciliación y el trámite de observaciones a la prueba en los juicios tributarios y aduaneros; además de perfeccionar otros procedimientos como el caso de la reposición administrativa.


c) Establecer la tramitación electrónica de causas en los procedimientos tributarios y aduaneros, lo cual constituye un avance en la incorporación del uso de la tecnología, información y comunicación digital, lo que facilita contar oportunamente con la información y generará, a futuro, un importante ahorro de recursos dada la mayor eficiencia del almacenamiento de datos en medios tecnológicos.


Entre los principales contenidos de esta iniciativa legal está el del fortalecimiento institucional.


Para ello, el artículo 1°, que modifica la ley N° 20.322, contempla, los siguientes aspectos:

a) Nuevo sistema de remuneraciones.


El proyecto incorpora una escala de remuneraciones propia para los Tribunales Tributarios y Aduaneros. De esta forma, se sustituye y perfecciona el sistema de remuneraciones del personal de dichos tribunales Ello comprende, entre otros aspectos, lo siguiente:


i) Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de estos Tribunales; 


ii) Asignación de Responsabilidad para quienes se desempeñen como Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado;


iii) Remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y a la calidad de los servicios prestados;


iv) Bonificación por obtención de título profesional para el personal de los estamentos administrativos y auxiliares;


v) Asignación de zona, y 


vi) Asignación de antigüedad para quienes se desempeñen como Resolutor, Profesional Experto, Administrativo y Auxiliar. 

b) Plantas de los Tribunales y redistribución de causas de la Región Metropolitana.


La ley N° 20.752, impulsada por la anterior administración redujo la planta de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de 137 a 127 cargos. Mediante la presente iniciativa, se propone, en términos generales, incrementar las plantas máximas hasta 139 cargos, resguardando que los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Santiago, Valparaíso, Concepción, Temuco e Iquique, que hoy tienen una mayor carga de trabajo, cuenten con las plantas de personal suficientes para atender adecuadamente la tramitación de las materias sometidas a su conocimiento.

Las plantas en Santiago se ajustan y reorganizan, fijando el total de cargos en cada uno de los tribunales de la Región Metropolitana en 13.


Junto con lo anterior, y teniendo en cuenta la falta de paridad en la distribución de causas en la Región Metropolitana, se incorpora una norma que establece que la distribución de las causas entre los cuatro tribunales de dicha Región se realizará de acuerdo al procedimiento objetivo y general que debe establecer mediante auto acordado la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago.

c) Otras materias.


Complementariamente, se proponen otras modificaciones destinadas a optimizar la gestión de personal al interior de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, incorporando materias tales como: el derecho a percibir la diferencia de sueldo que se genere en casos de operar la subrogación de jueces o secretarios; ajuste a las facultades de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros otorgándole la responsabilidad de asumir los gastos de organización y/o coordinación de las actividades de capacitación, habilitación y perfeccionamiento del personal de dichos tribunales; entre otras.


Un segundo contenido del proyecto, dice relación con los procedimientos y tramitación electrónica de causas.


Los artículos 2° y 3° permanentes del proyecto modifican el Código Tributario y la Ordenanza de Aduanas, respectivamente, con el objeto de mejorar ciertos procedimientos e incorporar nuevas instituciones procesales que permitan seguir avanzando en una judicatura especializada que otorgue la mayor certeza jurídica y la celeridad necesaria en la resolución de sus pleitos tributarios y aduaneros. Las principales modificaciones en este ámbito son:

a) Creación del Trámite de la Audiencia de Conciliación en los procedimientos tributarios y aduaneros.


La experiencia de los jueces tributarios en estos años ha demostrado que estas materias, así como la mayoría de los conflictos judiciales en nuestro país, pueden ser solucionadas por las partes durante la tramitación del juicio en forma previa a la sentencia. En muchas ocasiones cuando los antecedentes del caso lo permitan y, en la medida que se cuente con la conducción de un juez imparcial e independiente que propone a las partes en litigio las bases para un acuerdo, se constata que es posible acelerar la resolución de los juicios sin la necesidad de largos y costosos procedimientos judiciales. De estemodo se permite que aquellos que continúen su tramitación, incluso llegando al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia, sean aquellos en que realmente exista una controversia que no pueda ser resuelta previamente.


En este sentido, la conciliación como equivalente jurisdiccional, cumple la función procesal de reemplazar a una sentencia definitiva, cuando las partes en litigo son capaces de resolver sus diferencias en sede jurisdiccional, de forma previa a la dictación del fallo.


Las bondades de este mecanismo se perciben no solo en cuanto supone un ahorro de recursos del Estado y de los contribuyentes, sino en cuanto es capaz dedisminuir los tiempos de resolución de las contiendas jurídicas. Dichas características hacen de la conciliación una herramienta que no sólo es perfectamente compatible con la naturaleza de los pleitos tributarios y aduaneros, sino que la hacen muy deseable para contar con una más eficiente administración de justicia en estas materias. El hecho de que el eventual acuerdo entre la administración tributaria y aduanera y el respectivo contribuyente se lleve a cabo en el marco de un procedimiento judicial, dota asimismoa este trámite de la debidatransparencia.


Es importante destacar, en cualquier caso, que la incorporación de la conciliación a los procedimientos tributarios y aduaneros, no afectala naturaleza legal de las obligaciones tributarias y el estatuto constitucional en virtud del cual sólo una ley puede crear, modificar o suprimir tributos o exenciones, sin que les quepa a las partes del procedimiento la posibilidad de modificar los supuestos jurídicos que determinan el hecho imponible.


Es por estas razones que se han excluido del ámbito de la conciliación aquellas materias en las que lo discutido es la obligación tributaria en términos abstractos o las posibles conductas que impliquen dejar sin aplicación los hechos imponibles establecidos en la ley mediante los supuestos de abuso de las formas jurídicas o simulación, según la regulación de la cláusula general anti elusión contenida en el Código Tributario.

b) Incorporación del trámite de observaciones a la prueba.


El proyecto propone, igualmente, incorporar el trámite de observaciones a la prueba tanto en el Código Tributario como en la Ordenanza de Aduanas, para que las partes, vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, puedan presentar por escrito sus respectivas observaciones.

c) Mejoras en el recurso de reposición administrativa del Código Tributario.


La ley N° 20.322 introdujo un trámite administrativo de reposición en virtud del cual los contribuyentes pueden solicitar la revisión de determinados actos de la administración. Esta institución fue implementada con el propósito de contar con una instancia que permita al Servicio de Impuestos Internos resolver administrativamente el conflicto, evitando la “judicialización” innecesaria de ciertos casos.


Sin embargo, bajo la actual regulación, tanto el plazo con el que cuenta el Servicio de Impuestos Internos para resolver este recurso como el hecho que su presentación no suspenda el plazo para la eventual interposición del reclamo, así como el escaso plazo que tienen los contribuyentes para ejercer este derecho han llevado a que esta institución no cumpla con sus fines.


Por tanto, se amplía el plazo que tienen los contribuyentes para presentar el recurso de reposición administrativa de 15 a 30 días y el plazo para que el Servicio de Impuestos Internos se pronuncie sobre el mismo, de 50 a 90 días, además de establecer expresamente que la presentación de este recurso suspende el plazo para interponer el reclamo ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

d) Expediente y tramitación electrónica de causas.


Se incorpora tanto en el Código Tributario como en la Ordenanza de Aduanas, el expediente y tramitación de causas por medios electrónicos, que consiste en un sistema de registro electrónico de todos sus procedimientos, en medio digital, el cual deberá ser apto para dar debida fe y garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Las ventajas asociadas a la incorporación de este expediente son, entre otras: facilita la tramitación de las causas; disminuye los tiempos de tramitación; permite el acceso oportuno, veraz y completo a la información de los procedimientos;maximiza el uso del espacio físico del tribunal al tener respaldados electrónicamente los instrumentos.

La tramitación mediante expediente electrónico digital mejora el acceso a la justicia tributaria y aduaneraposicionándola como un referente y ejemplo de modernización judicial, colaborando a disminuir la brecha digital en nuestro país.

Finalmente, el último contenido de esta iniciativa legal, dice relación con la dictación de un conjunto de normas transitorias que se hacen cargo de detallar la entrada en vigencia de las distintas normas que se incorporan, así como la facultad delegada para regular aspectos remuneracionales y la norma relativa a la imputación del gasto.

II. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.

1.- Discusión General.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión 161ª de fecha 5 de enero del 2016, por la unanimidad de los diputados presentes.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Durante la discusión general el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, se refirió a la importancia de este proyecto, en tanto forma parte del acuerdo que se logró en el marco de la Reforma Tributaria. Explicó que la reforma otorgó una serie de nuevas atribuciones al SII, quien supervisará la tributación, pero además se advirtió la necesidad de fortalecer los chequeos y balances en la justicia tributaria y aduanera, que es el objetivo central de este proyecto.

A continuación, presentó el contenido del proyecto el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, quien recordó la instalación de la justicia tributaria y aduanera, mediante la ley N° 20.322, cuyo objetivo fue separar el SII y la Justicia Tributaria y Aduanera propiamente tal, para contar con un juez imparcial en el ámbito tributario y aduanero. Mediante dicha ley se instalaron 18 tribunales tributarios aduaneros (TTA) que entraron en funcionamiento en forma gradual, finalizando su instalación el año 2013. La implementación de este cambio legal se hizo en 4 etapas, graficadas en el siguiente diagrama:

[image: image5.png]Etapa | - Febrero de 2010

4 Tribunales en las Regiones de Arica y Parinacota,
Tarapacd, Antofagasta y Atacama.

Etapa Il - Febrero de 2011

4 Tribunales en las Regiones de Coquimbo, Maule,
Araucania y Magallanes y la Antartica Chilena.

Etapa lll - Febrero de 2012

4 Tribunales en las Regiones del Bio Bio, Los Rios,
Los Lagos y Aysén.

Etapa IV - Febrero de 2013

6 Tribunales en las Regiones de Valparaiso,
O’Higgins y Metropolitana. Pleno régimen.





Adicionalmente, entregó algunas estadísticas de las causas tributarias y aduaneras, cuyas cifras correspondientes a los años 2014 y 2013 se resumen en las siguientes figuras y permiten deducir donde pueden hacerse mejoras, por ejemplo, para distribuir mejor la carga de los tribunales.
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En cuanto a las motivaciones para la presentación de este proyecto de ley, señaló que luego de 5 años de funcionamiento fue posible advertir las mejoras que estos tribunales requerían. Además, informó que se hicieron una serie de reuniones con diversos actores (representantes del SII, SNA y Tesorería General de la República, así como también del sector privado, incluyendo el Círculo Legal de ICARE, Colegio de Abogados de Chile A.G., International Fiscal AssociationBranch Chile A.G. e Instituto Chileno de Derecho Tributario, además de los representantes de la Asociación Nacional de Jueces y Secretarios Abogados de los TTA), fruto de las cuales surgieron muchas de las mejoras contenidas en este proyecto. Además, mencionó que la Reforma Tributaria impondrá una serie de nuevas demandas a los TTA, por lo que se hace más urgente hacer estas mejoras. 


Respecto a los contenidos del proyecto de ley, mencionó 4 aspectos:


1.- Medidas para lograr un fortalecimiento institucional, incluyendo:


a) Inclusión de una nueva materia de que conocerán los TTA: La nulidad que afecte a los actos de la administración tributaria; y


b) Nuevo sistema de remuneraciones, que a su vez comprende:


i. Definición de una nueva escala de sueldos;


ii. Asignación de responsabilidad para quienes se desempeñen, en calidad de titular, como Juez o Secretario Abogado de los TTA. 


Esto permite incentivar a una carrera funcionaria al interior de estos tribunales;


iii. Remuneraciones ligadas al desempeño, resultados y calidad de los servicios prestados. El proyecto permite dar la posibilidad de que DIPRES genere remuneraciones más flexibles atendiendo a estos criterios;

iv. Bonificación especial por obtención de título profesional para el personal de los estamentos administrativos y auxiliares de los TTA;

v. Asignación de Zona; y


vi. Asignación de antigüedad para quienes se desempeñen como Resolutor, Profesional Experto, Administrativo o Auxiliar de los TTA.


c) Pago de Subrogaciones para quienes se desempeñen transitoriamente en las funciones de Juez o Secretario Abogado. Esto permitirá hacer las compensaciones correspondientes en caso de subrogaciones por largo tiempo.


d) Aumento de la dotación de plantas máximas de los TTA, pasando de 127 a 139 cargos.


e) Establecimiento de una regla más eficiente para la distribución de causas en la Región Metropolitana. Como se vio en las cifras de 2013 y 2014, existe concentración de causas en algunos de los tribunales de la RM, por lo que se plantea poder hacer una verdadera distribución de causas al interior de la región.

f) Mejoramiento en la administración de personal y de recursos al interior de los TTA (Redistribución de las plantas a los tribunales con mayor cantidad de causas).


2.- El proyecto también contempla medidas para perfeccionar los procedimientos contenidos en el “Código Tributario”, para lograr un proceso más eficiente. Estas medidas contemplan:


i. Cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los TTA, recogiendo un anhelo de los jueces tributarios;


ii. Mejoras al recurso de reposición administrativo voluntario, al interior del SII. Esto permitirá aumentar posplazos dentro de los procesos administrativos al interior del SII y poder eventualmente evitar la judicialización;


iii. Incorporación del trámite procesal de la “Conciliación”, ya no a nivel administrativa, sino frente a los jueces tributarios y aduaneros, dado que es un trámite muy efectivo para reducir los tiempos de resolución de las causas y los costos de las mismas;


iv. Incorporación del trámite procesal de “observaciones a la prueba”, entre otras mejoras. Esto permitirá dar un tiempo en el proceso para evaluar las pruebas y mejorar la tramitación de estas causas;


v. Instauración de la “tramitación electrónica” de los procedimientos, con las consiguientes mejoras de eficiencia y reducción de costos; y


vi. El proyecto contempla también otras mejoras (numerales 11 al 31), tales como normas de mejoras en los procedimientos de cobro de Tesorerías.


3.- En cuanto a medidas para perfeccionar los procedimientos contenidos en la “Ordenanza de Aduanas”, el proyecto contempla:


i. Incorporación del trámite de la “Conciliación”;


ii. Incorporación del trámite procesal de “observaciones a la prueba”; y


iii. Instauración de la “tramitación electrónica” de los procedimientos.


4.- Por último, el proyecto contiene también normas transitorias, que regulan:


i. La entrada en vigencia de la Ley;


ii. La facultad delegada para regular aspectos de remuneraciones de los funcionarios de los TTA; y


iii. La norma relativa a la imputación del gasto.


En definitiva, enfatizó que el proyecto busca en términos generales hacer más expedita la justicia tributaria y aduanera, mediante: (i) la mantención de los valiosos recursos humanos que actualmente se desempeñan en esta área; (ii) incorporar mejoras de gestiones de administración (recursos y distribución de causas), y (iii) establecer mejoras en los procedimientos para una tramitación más expedita (expedientes electrónicos y conciliación).


El Director de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Andrés Schiappacasse, quien complementó señalando que este nuevo sistema de justicia tributaria y aduanera ha tenido una buena implementación, tratándose de un sistema ya consolidado a lo largo del país, contando con funcionarios capacitados y con experiencia, y que por tanto sería conveniente retener en el sistema, y que ya ha avanzado en cuanto a tramitación digital de sus causas. Agregó que la experiencia ha demostrado que el sistema está fuertemente recargado en la Región Metropolitana y en otros puntos donde hay alta actividad económica. En este contexto, destacó el proyecto en análisis, en tanto contienenormas que harán más expedito y ágil la tramitación, y logrará de ese modo una mejor recaudación, por ejemplo, a través del trámite de la conciliación. Destacó además que se trata de un proyecto que tiene un fuerte respaldo, ya que fue conversado con diversos actores.

El coordinador tributario del Ministerio de Hacienda, señor Alberto Cuevas, profundizó en torno a los cambios legales introducidos por este proyecto. Explicó que estos cambios estuvieron presentes en la discusión de la Reforma Tributaria el año pasado, lo que se suma a las enseñanzas que han dejado los años de implementación de la Justicia Tributaria y Aduanera. Destacó que este proyecto surge luego de conversaciones con funcionarios, usuarios y expertos tributarios. Del proyecto destacó: (i) las medidas para fortalecer la institucionalidad de los tribunales; (ii) el cálculo de las remuneraciones en base a la especialidad y con miras a la mantención de los recursos humanos; y (iii) la incorporación del trámite de conciliación en un contexto judicial imparcial y transparente, con el consiguiente ahorro de tiempo y recursos. Se resolvieron además una serie de controversias, por ejemplo, respecto de la facultad de pronunciarse sobre la nulidad de derecho público en el ámbito aduanero.


Sobre el informe de la Corte Suprema, señaló que el mismo apoya este proyecto, pero hace dos observaciones: (i) sobre la nulidad de derecho público, en términos de mejorar la redacción de la norma, materia respecto de la cual señaló que el Ejecutivo coincide con dicha propuesta; y (ii) respecto del análisis de las remuneraciones, señaló que a juicio del Ejecutivo la especialidad de los recursos humanos en este ámbito implica que existe una muy alta migración hacia el sector privado y público, por lo que es fundamental mantener este recurso humano especializado y capacitado.


Destacó además el resto de las medidas que mejoran el procedimiento, destacando que agilizan la justicia tributaria, protegen a los contribuyentes y fortalecen la recaudación por parte del Estado en base a la legislación vigente.


El diputado señor Ceroni coincidió en la importancia de modernizar la justicia tributaria y aduanera, pero manifestó su preocupación por los reparos que expresó la Corte Suprema en torno al trámite de la conciliación, en tanto implicaría establecer tributos y exenciones fuera del ámbito legal, pudiendo plantearse vicios de inconstitucionalidad.


El diputado señor Andrade, también expresó su preocupación por el conjunto de las observaciones que emitió la Corte Suprema, en particular por el voto de minoría que formuló una apreciación muy negativa del proyecto.


El diputado señor Coloma coincidió en la preocupación por el informe de la Corte Suprema. Respecto de la planta, consultó porqué se disminuye un funcionario del tribunal que tiene la mayor carga, y porqué se aumenta la dotación en circunstancias que se redujeron las causas ingresadas y aumentaron las causas terminadas. Asimismo, consultó por la dotación en zonas extremas.


El diputado señor Squella señaló que luego de 5 años resulta razonable hacer ajustes y correcciones. No obstante, indicó que es importante resolver todas las observaciones de la Corte Suprema. En términos de los tiempos de tramitación, consultó si este proyecto debería o no esperar a la reforma de la reforma tributaria.


El diputado señor Cornejo indicó que dada la contundencia del informe de la Corte Suprema, sería conveniente que el Ejecutivo enviará sus respuestas al mismo por escrito, indicando expresamente qué indicaciones se presentarán.

El diputado señor Soto añadió que este proyecto lidia con Tribunales Administrativos, que tienen un complejo ámbito de competencia. En este caso, los temas más complejos son, a su juicio, la introducción de la conciliación a nivel judicial, sus parámetros, límites y cómo se armoniza con la conciliación al interior del SII e incluso en sede del CDE; y la figura de la nulidad administrativa de oficio, lo que puede plantear si los tribunales estarían co-administrando, cómo se ejercería esta facultad, cuáles serían sus fundamentos, etc. En tercer lugar, respecto de la escala de sueldos, señaló que implicaran condiciones mucho más favorables que la de sus pares al interior del Poder Judicial.

El diputado señor Gutiérrez coincidió en que la Corte Suprema da voz a los reparos que tendrá el resto del Poder Judicial respecto del aumento de remuneraciones para los jueces tributarios.


El señor Micco señaló que los ajustes a la reforma tributaria no alteran su esencia, por lo que no es necesario esperar la tramitación de dicho proyecto para analizar esta reforma a la justicia tributaria y aduanera. En este punto, recalcó que la reforma tributaria implicó un aumento de las atribuciones al SII y generó el acuerdo de la necesidad de fortalecer el debido proceso en este ámbito. Respecto de la dotación, explicó que se prevé dadas las atribuciones del SII y la norma general anti-elusión, más causas. Explicó que se hizo un análisis de eficiencia para luego determinar el aumento de dotación. En cuanto a las remuneraciones, enfatizó que la especialización es un criterio muy importante para equiparar las remuneraciones que se perciben al interior del SII.

El asesor señor Cuevas se refirió a la eventual tensión entre conciliación y principio de legalidad tributaria. A este respecto, informó que este fue un tema muy debatido en las conversaciones previas a este proyecto, y la visión del Ejecutivo fue que el proyecto no afecta le principio de legalidad tributaria, ya que la conciliación no puede crear ni sustituir ningún tributo, sino que tratándose de un equivalente jurisdiccional, lo que hace es reemplazar una sentencia judicial que también podría dejar sin efecto una multa o imponer una carga. La conciliación tiene los mismos objetivos, lleva la decisión de la litis a las etapas iniciales del proceso, pero no puede exceder de lo que podrá haber hecho una sentencia. Adicionalmente, se establece que el SII no puede crear ni condonar tributos (tampoco puede en sede administrativa, solo puede condonar intereses y multas), pero sí podría por ejemplo, llegar a un análisis consensuado respecto de si el hecho gravado se produjo o no, anticipando el valor de la prueba presentada, etc. Enfatizó que este fue el acuerdo al que llegaron una serie de abogados especialistas y expertos en temas tributarios.


En cuanto a las remuneraciones, si bien entiende la posición de la Corte Suprema, explicó que los funcionarios de los tribunales aduaneros y tributarios tienen una remuneración inferior a los órganos públicos de esta esfera, y en este sentido, se equipara las remuneraciones a la de los órganos fiscalizadores que intervienen en estos procesos. Agregó que se trata de causas con montos muy altos involucrados.


Añadió que existe una sentencia que admite la posibilidad de que estos tribunales declaren la nulidad de derecho público, pero hay quienes estiman que no podrían, por lo que este proyecto busca zanjar esta incertidumbre y aclarar que sí pueden declararla. En definitiva, se declara que en procesos de reclamación estos tribunales puedan pronunciarse sobre la nulidad, ya sea a petición de parte o de oficio.

El diputado señor Squella coincidió con los argumentos esgrimidos para introducir la conciliación, pero sugirió invitar a algún experto en mediación para efectivamente asegurar que en la misma se respeten todos los principios legales.

El diputado señor Gutiérrez indicó que si se introducen herramientas para terminar antes los juicios, no se entiende el énfasis en aumentar las remuneraciones, en circunstancias de que todos los demás jueces son también especialistas en sus respectivos ámbitos.

El diputado señor Soto añadió que el año 2012 se redujo la dotación de estas plantas y ahora se argumenta que es necesario aumentarlas. Respecto a la distribución de causas, consultó bajo qué criterios se buscará redistribuir la carga de los tribunales.

El señor Schiappacasse explicó que la anterior modificación fue una reducción por extinción de determinados cargos, pero no afectó la Región Metropolitana. Las cifras muestran un importante desbalance en la distribución de causas, pero ya el 2014 hubo una recomposición porque se facultó a redistribuir entre el 1er y 2do tribunal de la Región Metropolitana y entre el 3er y 4to tribunal de la misma región. No obstante, esto no resolvió totalmente el problema, por lo que este proyecto buscará distribuir las causas en forma pareja entre los cuatro tribunales. La distribución se realizaría a través de un AA, cumpliendo el principio de radicación y en base a una distribución pareja de causas, pero advirtió que para eso se requiere que cuenten con una dotación pareja.


El profesor de Derecho Tributario, señor Guillermo Infante, señaló como comentarios generales al proyecto se trata de una iniciativa bien intencionada y bien enfocada. Agregó, que en su opinión se trata de un proyecto oportuno, ya que después de años de funcionamiento de los tribunales tributarios aduaneros (TTA), es el momento de introducir cambios y aprovechar los años de experiencia acumulada. Añadió además, que existe un informe del Instituto Chileno Tributario sobre este proyecto, que hace un completo y riguroso análisis que podría ser beneficioso tener en consideración.

Indicó que su presentación se enfocará en cuatro temas, siendo el primero la naturaleza de los TTA. En este contexto, explicó que estos tribunales tienen un tratamiento mixto, ya que dependen de Hacienda pero para algunos aspectos son parte del Poder Judicial. Indicó que los jueces tributarios tienen actualmente lo peor de ambos mundos, señalando que ganan un sueldo equivalente al de un juez de letras, pero no tienen posibilidad de ascenso y cuentan con inmovilidad. En este sentido, señaló que es necesario tomar una decisión respecto de si serán parte del Poder Judicial (como lo son los jueces laborales) o si serán tribunales especiales en función de su materia (como el TDLC o los Tribunales Ambientales). Añadió que los especialistas tributarios ganan altos sueldos en el ámbito privado, lo que significa que existe un mercado altamente competitivo que genera el riesgo de perder funcionarios con valiosa experiencia. Incluso el Servicio de Impuestos Internos (SII) es una competencia para estos funcionarios.

Un segundo tema es el de la nulidad de derecho público. Si bien existe un fallo de la Corte de Apelaciones de Talca que reconoció la posibilidad de que los TTA dictaran nulidades de derecho público, en general no se estima como parte de sus competencias, por lo que este proyecto estaría ampliándolas. A este respecto, señaló que tiene sentido que sean los TTA quienes vean las nulidades que pueden incidir en los actos de reclamación, ya que dado el distinto ritmo de los tribunales ordinarios, puede darse la inconsistencia de un fallo que no concuerde con una nulidad declarada con posterioridad. No obstante, la redacción de esta norma es débil, ya que: (i) un procedimiento de reclamación no genera actos administrativos; y (ii) los actos administrativos susceptibles de ser declarados nulos deben ser acotados, específicamente a actos emitidos por la autoridad tributaria (SII), que sean conocidos en juicio o puestos en conocimiento del juez tributario y que afecten a un contribuyente.


Un tercer tema a desarrollar es el de la conciliación, que a juicio del profesor es el tema más complejo del proyecto. Comenzó su análisis haciendo un recuento de la historia normativa de esta institución en el ámbito tributario, señalando que el año 2001 una circular del SII crea la RAF (Revisión de la Actuación Fiscalizadora) y se instauró la invitación a una instancia de conciliación en sede del propio SII. Pero, precisó que el SII enfrenta limitaciones para llevar a cabo esta instancia, entre ellas que no puede condonar impuestos, no puede contravenir las interpretaciones del Director del SII, los acuerdos no generan cosa juzgada y existe una laguna de riesgo para el contribuyente, en el sentido de que debe confiar en la palabra del funcionario y renunciar a sus derechos de reclamación en base a la buena fe de los acuerdos.

Enfatizó que la complejidad de este tema reside en que por disposición legal expresa no pueden condonarse impuestos (solo multas e intereses), por lo que en un litigio corresponderá conciliar solo en torno a pretensiones. A su juicio, una instancia como esta resulta menos problemática en sede judicial, ya que se desarrollaría ante una autoridad independiente como los TTA. No obstante, consideró defectuosa la redacción de esta norma en el proyecto, ya que reconoce la conciliación en caso de “error o vicio manifiesto”, limitándola solamente a las causas ya judicializadas en la hipótesis del artículo 6 (B) (N° 5) del Código Tributario, que hace referencia a vicios o errores manifiestos en que se haya incurrido en las liquidaciones o giros de impuestos, situaciones que no son tan usuales, por lo que los escenarios útiles de la instancia de conciliación quedarían reducidos.

Por lo tanto, concluyó que es necesario ser muy cuidadoso al regular esta instancia, ya que hay principios jurídicos en juego que son muy importantes, tales como el de legalidad e igualdad por un lado, y el de eficiencia en la recaudación por el otro. Añadió que el principio de que el SII no puede condonar impuestos forma parte de la cultura institucional e introducir la conciliación puede requerir un cambio cultural aunque se trate de conciliar una pretensión de impuestos.

En definitiva, es de la opinión que en la redacción de la norma sobre conciliación debería: (i) eliminarse el requisito de “vicios y errores manifiestos”; (ii) mantener su carácter de cosa juzgada; (iii) establecerse a nivel de facultades del director regional; (iv) introducirse una norma señalando que lo conciliado no está afecto al artículo 26 del Código Tributario (que somete documentos oficiales a ser solicitados por un contribuyente para apoyarse en dichas interpretación); y (v) que pueda darse sin que ninguna de las dos partes reconozca la pretensión de la otra, para de ese modo poder conciliar sin caer en la condonación.

Por último, se refirió al tema del expediente electrónico. Sobre este punto, enfatizó que la redacción debe mantenerse en términos facultativos (podrá), evitando que sea una forma obligatoria. Adicionalmente, explicó que está en juego la transparencia y el debido proceso, ya que actualmente el SII conoce todos los expedientes, mientras que los contribuyentes solo puede acceder a los expedientes ejecutoriados, lo que genera cierta desigualdad entre las partes. En su opinión, al momento de equilibrar la privacidad de contribuyentes e igualdad ante la ley, habría que recuperar esta última, y hacer públicos los fallos, tomando los debidos resguardos frente a información sensible si fuera necesario.


El Presidente de la Asociación Nacional de Jueces y Secretarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Oscar Meriño, señaló que el proyecto responde a la evidente necesidad de apoyar el mejoramiento de la gestión judicial de nuestros Tribunales Tributarios y Aduaneros y destacó la importante labor que han realizado estos tribunales en sus cortos años de existencia. Indicó que en particular, se referirán a dos temas fundamentales de este proyecto: lo relativo a las remuneraciones y la instancia de conciliación.

La Vicepresidenta de la Asociación, señora Paola Feliu, se refirió en términos generales a este proyecto. En primer lugar, destacó que este proyecto era un anhelo de la Asociación de Magistrados, para recoger los tópicos y mejoras prácticas que es necesario instaurar.

En relación al aumento de las plantas de los TTA, señaló que de 137 se redujo posteriormente a 127 los funcionarios y este proyecto lo restituye a 139, lo que ellos consideran que se justifica plenamente ya que hoy en día se tramitan aproximadamente 5 mil procesos de reclamación y están pendientes de fallos aproximadamente 2 mil reclamaciones, cifras que son distintas a las visualizadas cuando se redujo la planta. Por otra parte, también la cuantía de las causas es elevada, alcanzando un monto de 6 mil millones de dólares en litigios pendientes, lo que hace imprescindible contar con los funcionarios necesarios. Y finalmente, en función de las nuevas competencias entregadas por la reforma tributaria, por ejemplo, por situaciones de abuso y simulación.

En cuanto al sistema de distribución de causas en la Región Metropolitana, explicó que se busca distribuir equitativamente las causas en la región, norma que les parece de suma utilidad y que abordará el actual problema de atochamiento en la región que concentra el mayor movimiento de causas.


Respecto a la norma de subrogación de jueces y secretarios, señaló que llena un vacío legal y establece que al subrogarse el cargo de juez o secretario, dará derecho al funcionario a percibir la diferencia de sueldo base. A su juicio, se justifica esta regulación, ya que subrogar implica un grado de responsabilidad mayor, así como un mayor grado de dedicación.

También destacó la regulación del recurso de reposición administrativa en el ámbito tributario. Precisó que el proyecto aumenta el plazo del contribuyente para interponer este recurso ante el SII (de 15 a 30 días) y el plazo del SII para fallarlo (de 50 a 90 días). Esto dará mayores posibilidades de analizar y fundamentar los recursos y el SII tendrá mayores posibilidades de reparar oportunamente errores o vicios, ahorrando recursos por la vía de evitar futuros litigios en sede jurisdiccional. Pero en este punto, criticó que no se incorporara también esta norma en la reposición aduanera.

Destacó a su vez la ampliación de plazo para presentar la lista de testigos, en función del principio de libertad probatoria, y la incorporación del trámite de la observación de la prueba, para uniformar los procesos y mejorar el análisis de prueba que muchas veces es muy técnica y compleja 


Por lo tanto, los aspectos orgánicos y procesales se verían mejorados a través de este proyecto, siendo un muy buen paso para perfeccionar la justicia tributaria y aduanera.


La Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios de los Tribunales Tributarios, señora Marlene Leyton, señaló que los TTA en un principio fueron concebidos como funcionarios tributarios, que pertenecían al SII, con sueldos equivalentes a este servicio, para el caso de los funcionarios profesionales. Posteriormente, al incorporar materias aduaneras, se estimó que los tribunales debían ser tribunales especiales. En este punto, los funcionarios pasaron a ser funcionarios equivalentes al poder judicial. Con este cambio de escala, tanto los funcionarios profesionales como los administrativos se vieron perjudicados, insistiendo en que actualmente no tienen carrera funcionaria, tienen una prohibición muy estricta de ejercicio, y los sueldos no se condicen con las condiciones del mercado ni tampoco con la escala existente en el SII. Todo lo anterior provocó que los TTA no fueran atractivos para funcionarios del SII o de Aduanas.

Además, destacó que los TTA tienen una aplicación de ámbito territorial, tal y como los tribunales de asiento de Corte de Apelaciones y los sueldos tampoco se equiparan a estos últimos. Los TTA son actualmente tribunales especiales pero sin carrera funcionaria, por lo que es urgente que cuenten con una escala propia de remuneraciones, equivalente a aquella que existe en las instituciones que emiten los actos administrativos que revisan. Agregó que la situación de otros tribunales especiales también es más ventajosa que la de los TTA.


Es por esto que el cambio de remuneraciones obedece a remediar esta situación y a reconocer el alto grado de especialización que existe en los TTA. Enfatizó que de no remediar esta situación se corre el riesgo de que los funcionarios emigren al SII, Aduanas o al sector privado. Añadió que el monto y complejidad de las causas es otra razón que justifica un ajuste de las remuneraciones, más aun considerando el aumento de causas y funciones que implicará la Reforma Tributaria. En su opinión, el proyecto acierta al buscar subsanar estas deficiencias.

El señor Meriño añadió algunos comentarios de carácter general, destacando que este proyecto corrige varios aspectos que podían mejorarse en la justicia tributaria y aduanera, destacando particularmente la introducción de la instancia judicial de conciliación. Aclaró que esta instancia no implicará menos trabajo para los TTA y tampoco significará sobrepasar las facultades del SII. A su juicio, es una institución que será sumamente beneficiosa para la justicia tributaria y aduanera. Por último, coincidió en la necesidad de un ajuste remuneracional en atención a todos los argumentos que se han esgrimido. En función de todos estos razonamientos, destacó la presentación del proyecto.


El diputado señor Squella consultó por mayores detalles en cuanto a la incidencia de la reforma tributaria en la carga de trabajo de la justicia tributaria y aduanera. El diputado Soto, por su parte, solicitó la opinión del señor Meriño a la norma de nulidad de derecho público y a las limitaciones entre la conciliación ante el SII y ante los TTA.


La señora Leyton aclaró que las normas de la reforma tributaria que les afectarán comenzarán a regir a fines de este año, no están sujetas a gradualidad, tratándose de las normas de anti-elusión. Además, las nuevas normas de tasas muy probablemente serán llevadas ante tribunales. El profesor Infante, precisó que las normas anti-abuso comenzarán a regir en octubre de este año y probablemente requerirán de un nivel de análisis y estudio altísimo por caso, por tratarse de conceptos de muy difícil aplicación. Señaló además que actualmente hay tribunales en Santiago que demoran casi dos meses para proveer los reclamos, por lo que estimó que el aumento de la planta funcionaria va en el sentido correcto e incluso es posible que sea necesario revisarlo en el futuro para sumar nuevos funcionarios o incluso nuevos tribunales.


El señor Meriño coincidió que este proyecto se hace cargo del actual atochamiento en la Región Metropolitana. Respecto a la norma de nulidad de derecho público, señaló que efectivamente hay aspectos que podrían mejorarse, ya que es una norma algo confusa en cuanto al alcance de la declaración del juez tributario. Añadió que hay Cortes que han aceptado estas facultades y otras que no, por lo que es importante aclarar este punto. Respecto a la conciliación, explicó que se trata de una instancia previa en que existe una pretensión, ya que la obligación tributaria propiamente tal se determina posteriormente cuando existe una sentencia de término al respecto. En este sentido, lo que suceda en el intermedio puede ser discutido, tanto a nivel administrativo como en la instancia judicial de conciliación. La instancia administrativa finaliza con la liquidación administrativa, por lo que resulta lógico establecer una conciliación judicial posterior ante otro organismo, contando con las debidas garantías de imparcialidad y transparencia. En definitiva, estimó que la conciliación ofrece una serie de beneficios tanto para el contribuyente como para la autoridad tributaria.


El diputado señor Chahin se refirió a la opinión desfavorable de la Corte Suprema frente al aumento de remuneraciones y a la ampliación de competencia de los TTA, consultando por la opinión de los invitados respecto a este pronunciamiento. El diputado Andrade también solicitó un pronunciamiento respecto del voto de minoría.


El señor Meriño señaló que el voto de minoría se declara incompetente para referirse a materias de remuneraciones, añadiendo que existe un caso en que un funcionario recurrió a la Corte Suprema para solicitar su derecho a remuneración y esta se declaró incompetente para pronunciarse. En este contexto, señaló que concuerdan con el voto minoría, en tanto los TTA son tribunales especiales que tienen sus propias leyes sobre remuneraciones. En cuanto al resto del análisis de la Corte Suprema, valoró sus reflexiones en tanto son fruto de la experiencia y llamó a tener en cuenta las correcciones que sugirieron.

El diputado señor Chahin destacó también el pronunciamiento del voto de minoría en cuanto a la competencia del juez respecto de los vicios de legalidad.


El señor Meriño coincidió también en este punto e informó que el Ejecutivo está preparando correcciones que recogen estos comentarios.


El diputado Monckeberg, don Cristián, planteó su sorpresa por la reducción de la planta que se tramitó hace algunos años, y que ahora se argumente que es necesario volver a aumentar dicha planta. En cuanto a la conciliación, señaló que en materia tributaria hay muy pocos aspectos que estén sujetos a la voluntad de las partes, por lo que preguntó si habrá una real importancia práctica de esta institución.


El señor Schiappacasse señaló que no solo se aumenta la planta, sino que se introduce una mejor distribución de la misma. Anteriormente se redujeron plantas en regiones, pero aún no existía la experiencia de todos los TTA en funcionamiento, y efectivamente la práctica demostró que no fue conveniente hacer dicha reducción. Adicionalmente, informó que muchas veces esa reducción no se hizo porque estaba limitada a funcionarios que se retiraran o jubilaran. Por último, destacó que el aumento propuesto en este proyecto irá destinado a aquellos tribunales que actualmente tienen la mayor carga de causas.

El señor Meriño añadió que el aumento de funcionarios es mínimo y que el cambio consiste básicamente en recuperar aquellos funcionarios que la anterior modificación había reducido. En cuanto a la conciliación, reiteró que existen montos muy importantes sometidos a juicio y el SII tiene serias limitaciones para llegar a acuerdos, mientras que el juez podría solucionar estos problemas. No obstante, el profesor Infante señaló que efectivamente la redacción actual de la norma de conciliación es demasiado restrictiva al exigir error manifiesto, en circunstancias que la conciliación sería ventajosa en asuntos que no necesariamente dicen relación con vicios o errores manifiestos, sino que con temas que están sujetos a la discusión de las partes.


El señor Micco señaló que el Ejecutivo ha presentado un conjunto de indicaciones, las que han recogido algunas observaciones planteadas durante las audiencias. No tienen mayor costo fiscal.


El asesor señor Cuevas mencionó que las indicaciones, entre otros aspectos, refieren a un tema que llamó la atención sobre el estatuto de la nulidad de derecho público. Ya la Corte Suprema había llamado la atención sobre el punto, y para ello se ingresó una indicación. Se mantiene el espíritu original, que es sobre el debate ocurrido en los tribunales tributarios y aduaneros para pronunciarse sobre la nulidad de derecho público. Con todo, se concluyó que funcionaba mucho mejor cuando se declaraba a petición de parte, y que si bien tiene elementos del contencioso administrativo, relativo a la conservación de los actos administrativos, esta nulidad sólo debía abocarse a casos de vicios esenciales. Se estimó pertinente acoger tal tesis.


Otra de las indicaciones, que pareció razonable, era adecuar el estatuto que ellos tienen sobre inhabilidades a la dispuesta en el código orgánico de tribunales. Básicamente, se busca que tengan un estatuto similar al del resto de los jueces.


Se planteó por diversos diputados cómo se hacía para fortalecer la fiscalización de los órganos administrativos, pero simultáneamente fortalecer los derechos de los contribuyentes. Así, se contempla un nuevo trámite para que una vez contestada la citación por el contribuyente, y aún así persistían las dudas, se otorga un nuevo plazo para recabar nuevos antecedentes. Esta medida es positiva y bien evaluada por la Administración, pues podría evitar judicializar y terminar el trámite en sede administrativa.


Sobre expediente electrónico, se recogieron las propuestas de la Corte Suprema, que tienden a simplificar el sistema y abaratar los costos.

Se perfeccionó la técnica legislativa, a fin de que todos los trámites de la reclamación, quedaran radicados en el 162. Orgánicamente, queda todo en el 132, y permite un análisis más claro.


Fue materia de debate por los expositores el tema de la conciliación, y se plantea en la indicación, que producido el reclamo de los giros la conciliación se podrá producir en dos etapas. La primera, no es obligatoria, el tribunal podrá llamar a conciliación, una vez terminada la etapa de discusión. En cambio, sí será obligatorio el trámite una vez acabada la etapa de observaciones a la prueba, que se adiciona.


Se incorpora, asimismo, el trámite de citación a oír sentencia, se amplían ciertos plazos, etc.


El procedimiento queda con una estructura muy garantista a favor de los contribuyentes, pero con el resguardo del interés fiscal. Los contribuyentes y el fisco podrán conciliar y hacer observaciones a la prueba. Habrá certeza desde cuando comienza el plazo para dictar la sentencia. Se conservó el artículo 132bis, que contiene las materias que puede contener la conciliación.


Se acogieron las observaciones sobre los efectos de la conciliación en el principio de legalidad tributaria, como se conciliaban. El tema se planteó en la Comisión, y en el voto de minoría de la Corte Suprema. Para fortalecer el tema, y aclarar el punto, se propone una nueva redacción.

Los demás temas provienen de aspectos planteados por los expositores, y aluden a temas más técnicos.


El diputado señor Saffirio expresó que se puso énfasis en que la Conciliación será una vez rendida la prueba. Consultó si sería más factible llegar a conciliación antes de rendirse la prueba, pues rendida, estaban todas las cartas sobre la mesa, y las posibilidades de llegar a conciliación, ahí, se reducirían.


El diputado señor Soto manifestó que hay varias normas sobre tramitación electrónica. Recordó que se publicó la ley sobre tramitación electrónica en procesos judiciales, que faculta a la Corte Suprema a regular el tema. Consultó si convendría aludir a esa ley, antes de disponer un procedimiento especial en esta ley.


Sobre nulidad de derecho público, y si bien se plantearon mejoras, consultó por qué no sería conveniente que los tribunales no tengan de oficio la facultad para declararla.


Sobre la conciliación, consultó los límites de fondo para arribar a esos acuerdos. Había zonas líquidas, y al respecto, consultó por qué disponerlo en dos etapas.


El diputado señor Chahin señaló que a mayor incertidumbre, mayor posibilidad de conciliar, pero cuando ya las pruebas están rendidas, y hechas las observaciones a la prueba, era más difícil llegar a una conciliación. Ahí correspondería que el tribunal falle. La conciliación es proponer bases para el acuerdo, y sería complejo que proponga bases de conciliación que sea algo muy distinto a su fallo, incluso a la luz del debido proceso. Una auténtica conciliación debiese darse al término de la etapa de conciliación, y antes de la prueba.


La regla general, es que las nulidades pueden ser siempre declaradas de oficio, la nulidad absoluta, no sólo a petición de parte. Solo la relativa civil requiere petición de parte. La nulidad procesal, puede ser declarada de oficio. Al respecto, consultó por qué negar esta posibilidad al juez, por qué negarle esa posibilidad. Estimó que debía tener siempre esa competencia.


Estimó importante, y por experiencia conocida, que si acá existen distintas facultades del juez para poder conciliar, cómo se lograba reducir ciertas facultades administrativas que tienen los directores regionales, o el director de grandes contribuyentes, para condonar intereses y multas. Ahí debiese estar la atención, para poder evitar la discrecionalidad donde una autoridad unipersonal toma decisiones significativas, como en el caso Johnson.


Entendía que el contribuyente que tiene un problema puntual, los intereses son altísimos, pero cuando se trata de montos cuantiosos, haya que fijar un parámetro, convenía que siempre fuese una decisión de carácter jurisdiccional, al menos una consulta, el control de un tercero. Eso no estaba incorporado en el proyecto, y estimó que sería importante incorporarlo.


El asesor de la Fundación Jaime Guzmán, don Héctor Mery, señalo que la indicación, en materia de nulidad, no debía olvidarse que la institución de la nulidad de derecho público tiene rango constitucional. Así, la cuestión es conciliar la merma de facultades, que produce más problemas, y si la finalidad es obtener una decisión justa, prohibir tal declaración, terminará ocurriendo que se hará aplicación directa de la constitución, aplicar impropiamente las normas de la nulidad procesal, o adecuar una interpretación de las normas de nulidad civil. Sobre publicidad de los trámites judiciales, el principio es la reserva, lo que va en contra de la generalidad de las materias. Convendría fundar esa excepción.


El asesor señor Cuevas expresó que efectivamente se migra desde el proyecto original, que permitía el llamado a conciliación en cualquier momento, a acotarlo para dos oportunidades. Ello generaba incertidumbre, pues el tribunal podría estar permanentemente llamando a conciliación. Por ello se llegó a acotarlo en dos momentos. Los momentos que permiten tanto al tribunal como a las partes a tener presente la conveniencia de conciliar, es al saber cuáles son las pretensiones de las partes, y al tener toda la prueba rendida.


Para proteger la economía procesal, al cierre de los escritos de discusión, se quiso establecer que ahí fuese facultativo llamar a conciliación, y por ello, se podrá, a petición de parte.


El diputado señor Chahin indicó que qué parte, recién con la etapa de discusión, pedirá conciliación. Ningún abogado lo haría, pues sería desconfiar de la prueba que se tiene.


El asesor señor Cuevas señaló que se buscó hacer economía procesal. Dado que existe ese procedimiento previo administrativo, se fijo que en la discusión sólo fuese facultativo. El segundo punto, sobre tramitación electrónica, era difícil congeniar pues el otro proyecto estaba en paralelo. La Corte Suprema veía con buenos ojos este sistema, de manera pionera, y el proyecto da sustento legal a ese sistema. Entendían que los principios del proyecto no contradicen a este, y sobre la reserva en la información, la norma que viene incorporándose ya existe, sólo pueden imponerse del procedimiento tributario y aduanero sólo las partes que litigan. Así, la indicación sólo conserva lo vigente.


Respecto al tema de nulidad de derecho público, agregó que este es un procedimiento donde está involucrado el interés público, a través de interés del SII y Aduana. Los tribunales han dicho que podrán declararla siempre, pero la Corte Suprema también tiene jurisprudencia, propiamente jurisdiccional y no en materia contenciosa en contrario, y en este sentido destacó la importancia del principio de conservación del acto administrativo y de la presunción de legalidad de los actos administrativos. En función de estos principios y de la jurisprudencia de la Corte Suprema se establece esta norma, con miras a hacerse cargo de la tendencia jurisprudencial y reconociendo el principio de conservación y de presunción de legalidad del acto administrativo.

En cuanto a la conciliación, indicó que en este proyecto se regula como equivalente jurisdiccional. Es decir, en la conciliación no podrá hacerse algo distinto a lo que podría hacerse en la sentencia definitiva, y en esa lógica no podría condonar impuestos o un tributo aduanero, se podrá acordar respecto de la calificación jurídica de los hechos, la calificación de las pruebas, pero no puede vulnerar el principio de legalidad. Respecto de su oportunidad, es un tema discutible.

Sobre la reducción de facultades de los directores regionales, recordó que en la reforma tributaria se consignó estandarizar los criterios que la Tesorería y el SII tenían para otorgar condonaciones, que no eran uniformes antes de ello, pero el tema de reducir facultades no se contemplaba en este proyecto.


El diputado señor Chahin señaló que a partir de los mismos argumentos, llegaba a la conclusión contraria sobre la conciliación. Si ocurrió la discusión administrativa, el juez ya tendrá todos los antecedentes, y es ahí cuando la economía procesal operaría. Antes de citar a oír sentencia, no había economía procesal, ahí las expectativas son sumamente aterrizadas. Lo que debiera ocurrir en materia de conciliación, es que agotada la etapa de discusión ocurra el llamado a conciliación.


El diputado señor Soto manifestó que en el juicio ordinario la conciliación ocurre al momento de terminar la discusión. Quizás ahí convendría radicar esta posibilidad.

2.- Discusión Particular.

Artículo 1°

N° 1

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:


“1) Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual número 8° a ser número 9°:


“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, la acción de nulidad deberá interponerse conjuntamente con la reclamación respectiva, dentro del mismo plazo y sujetarse al mismo procedimiento.


Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.”.


El asesor señor Cuevas señaló que en relación a la nulidad de derecho público, se reflexionó sobre el punto y se decidió insistir en la indicación presentada por el Ejecutivo, pues recoge los planteamientos de la Asociación de Magistrados y de la Corte Suprema. Se sigue pensando que es importante en este punto resguardar los diversos principios involucrados, tales como el principio de conservación de los actos administrativos, un principio importante de la administración tributaria, y se debilitaría si cualquier acto de la administración queda sujeto a la anulabilidad por parte de la judicatura, incluso si no hay requerimiento, aunque se trate de vicios menores, o cuando se trate de vicios no esenciales, será necesario alegar perjuicio. Con todas estas salvaguardas, se cautela la tutela judicial efectiva hacia los contribuyentes y la recaudación.


El diputado señor Soto señaló que este enfoque es compartido por la Asociación de Magistrados.


El diputado señor Squella consultó sobre la interposición conjunta.


El asesor señor Cuevas señaló que en pos de la economía procesal, resulta preferible que el alegato de nulidad sea un capítulo más del reclamo.


El diputado señor Chahin, don Fuad, formuló indicación para reemplazar el numeral por el siguiente:


“1) Agrégase en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual 8° a ser 9°:


“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, el vicio deberá hacerse presente o alegarse en la reclamación respectiva.


Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.”.


El diputado señor Chahin explicó que su indicación salvaría la observación de la Corte Suprema, mediante la interposición de una acción de nulidad, pues se coloca en una situación tremendamente difícil a las partes. Lo importante es que se hace valer el vicio, más a que se interponga la acción.


Si el reclamante lego interpone una reclamación, que baste que en el propio reclamo se haga presente el vicio de nulidad, así, no se le coloca en la situación compleja. Si después se hace presente el vicio, precluiría su derecho. Así, su propuesta es una fórmula intermedia.


El señor Meriño señaló que la indicación cumple con garantizar los derechos de los contribuyentes. Lo que se pedía era que fuera a petición de parte, eso está cubierto, y existen algunos reclamos que no requieren patrocinio de abogado, parecía correcta la indicación.


El asesor señor Cuevas expresó que la propuesta, al Ejecutivo, le resultaba razonable, y permitía cumplir con la conservación de los actos administrativos.


El diputado señor Squella manifestó que no quedaba claro cuál era el procedimiento que tendría que seguirse. La indicación del Ejecutivo sí se hacía cargo del momento en que esto se debía interponer.


El diputado señor Chahin señaló que esto no se modifica, pues en la misma reclamación se debe informar el vicio. Cualquier reclamante puede señalar el vicio, y después el tribunal podrá declararla.


El diputado señor Soto sugirió conservar la segunda parte del inciso primero.


El diputado señor Chahin explicó que si se tratasen de dos acciones distintas, habría que referirse a los plazos, pero si es la misma, no es necesario ahondar en el punto.


Sometida a votación la indicación del diputado señor Chahin, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Por la misma votación se dio por rechazada la indicación de S.E. la Presidenta de la República.

N° 2


Sometido a votación el numeral se aprobó por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 3


El asesor señor Cuevas señaló que hubo un análisis de la Corte Suprema en el tema remuneratorio, y lo que se hizo, y se mantiene, no se acogió tal análisis en este tema, se mantuvo la equiparación de remuneraciones entre los funcionarios de los tribunales al equivalente de los directores regionales de los organismos públicos que son de ese ámbito de competencia. La Corte proponía que el parámetro fuese los jueces ordinarios, lo que no se acogió.


El diputado Monckeberg, don Cristián, expresó que en la metropolitana se reducen, al igual que Valparaíso, y en Tarapacá. Consultó las razones de tales cambios.


El asesor señor Cuevas manifestó que son dos cosas las que se hacen. La primera, es que la ley N° 20752, modificó las plantas, y este proyecto revierte tal decisión. Lo segundo que se hace, es readecuar esas plantas.


El señor Meriño señalo que hay un tema de distribución de cargas, como el tribunal de Iquique, hubo dos funcionarios que ocupaban cargos similares. La experiencia indicó la conveniencia de que sólo un funcionario fuera competente en ambas materias. Pareciera que en algunos casos hay aumentos, pero en realidad se está llegando a la situación original del momento de instalación de estos tribunales.


El diputado Monckeberg, don Cristián, consultó por qué se sacaba un resolutor. Consultó si el tema pasó porque no había más presupuesto, o porque funcionalmente convenía la adecuación.


El señor Meriño observó que los profesionales expertos son abogados o auditores. Asimismo, que la ley que modificó las plantas conservó a esos funcionarios hasta que jubilaran. Así, hoy, en realidad, no hay un cambio, no existe en este momento un secretario aduanero, porque el concurso nunca se realizó, se entendió que no era necesario. Esto viene a regularizar la situación que, de hecho, ahora existe. Sobre el tema presupuestario, prefería que Hacienda se pronunciara.


El asesor señor Cuevas señaló que las plantas eran enredadas, pero si se comparan las plantas, hay varios elementos en juego simultáneamente. La ley N° 20752, que fue una ley publicada el 28 de mayo de 2014, se redujo las plantas en función de la carga de trabajo. Los tribunales hicieron ver que se había reducido su capacidad operativa, y este proyecto retoma esas capacidades. Hay una serie de cargos que no se han concursado, y lo que se ha hecho ahí es que en función de las cargas de trabajo, técnicamente, se elimina una disminución de plantas.


El diputado Monckeberg, don Cristián, consultó la situación de las regiones Metropolitana y Valparaíso.


El asesor señor Cuevas señaló que esos cargos tampoco se habían concursado.


Sometido a votación el numeral se aprobó por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 4


Sometido a votación, sin debate, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
Nros. 5 y 6


El diputado Monckeberg, don Cristián, consultó por qué el plazo era 15 días. Asimismo, si acaso era una norma homologable a otras entidades.


El asesor señor Cuevas señaló que lo que se hizo fue recoger normas del COT y del Estatuto Administrativo, y que generaban un problema práctico, pues personas que subrogaban por periodos largos, tenían una gran responsabilidad pero sin la misma remuneración que el subrogado.


Sometidos a votación ambos numerales, se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente numeral 7), nuevo, pasando el actual a ser 8):


“7) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “, sea que persigan o no fines de lucro”, por la frase “que persigan fines de lucro”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales”, por la frase “con asumir la defensa en causas personales, de su cónyuge o conviviente civil, ascendientes y descendientes, hermanos o pupilos, y con actividades docentes, hasta un máximo de doce horas semanales”.”.


El asesor señor Cuevas manifestó que se utilizó la misma redacción que en el Código Orgánico de Tribunales.


El diputado señor Chahin expresó que si se quiere dar una autorización, para realizar una actividad académica, no habría mayor problema, pero si será tribunal y además secretario general de una universidad, o abogado de una fundación, entidades que tienen beneficios tributarios, receptoras de beneficios tributarios, no le parecía. Debería existir incompatibilidad, prefirió que quedase pendiente.


El asesor señor Cuevas señaló que básicamente, lo que se hizo fue equiparar con los demás jueces a los jueces de estos tribunales. Se señaló que la norma como está, podía cuestionarse que alguien fuese presidente de una asociación gremial, o de algún centro de padres. Sobre las 12 horas, replica el Código Orgánico.


El diputado señor Chahin expresó que tal como está, se da un mismo tratamiento a cuestiones distintas. Una son las cuestiones profesionales o remuneradas, y otra es el tener cargos en instituciones sin fines de lucro. Las actividades académicas debiesen estar reguladas, y prohibidos los cargos directivos en esas entidades.


El asesor señor Cuevas precisó que esta indicación tiene como origen una petición de la Asociación de Jueces TTA, que persigue igualar las condiciones con los demás jueces del país.


El señor Meriño manifestó que revisado lo que sucede en otros estamentos, esta propuesta iguala las condiciones con los demás integrantes del Poder Judicial. Entendía la preocupación planteada, sobre que algún funcionario de los tribunales tenga que conocer de alguna causa en que esto está regulado en la ley, pues el funcionario deberá inhabilitarse, y se deberá aplicar. Todos por alguna razón tienen alguna vinculación con alguna entidad, y han tenido que inhabilitarse para conocer de tales casos.


El diputado señor Gutiérrez consultó si la norma es idéntica a la del COT.


El señor Meriño señaló que es la misma idea, quizás no las mismas palabras, pero es la misma noción.


El diputado señor Gutiérrez expresó que le parecía haber escuchado que esta norma era idéntica a una del COT.


El asesor señor Cuevas señaló que 194 y 195 del COT, entre otras, regulan estas causales de implicancia.


El señor Meriño explicó que la lectura es al revés. Dentro de las implicancias, no está la que acá se propone. Por ello, como TTa si tiene la limitación, y acá al eliminarla, se iguala las condiciones.


Sometida a votación la indicación se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.

N° 7 (ha pasado a ser N° 8)


Sometido a votación, sin debate, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 2°

N° 1

El diputado señor Chahin consultó si era correcta la noción “giro” en esta propuesta.


El asesor señor Cuevas señaló que se produjo la discusión. Acá había dos cosas, lo que había era un problema práctico, de cómo se hacía efectivo el ingreso en las arcas fiscales cuando el fisco vencía, y cómo se pagaba al contribuyente cuando el fisco era condenado en costas. Esta facultad se refiere a cuando el fisco es el vencedor, y lo que se quiere aquí es que cuando se ha condenado al contribuyente al pago de impuesto, multas, reajuste e intereses, en el mismo giro se incluya las costas, para que Tesorería pueda cobrarlas.


Lo que está ocurriendo en la práctica, las costas están siendo depositados en la unidad administradora para el caso que el fisco haya sido vencido.


Esta norma satisface, pues si bien es un giro, cuestión definida históricamente como una orden de pago, se acota en este caso a las costas. No produce problemas para los tribunales ni contribuyentes, y los propios tribunales ya habían ordenado al Servicio que emitiese el giro.


El diputado señor Chahin expresó que ahora, conceptualmente, quedaba claro, pero no se hacía distinción para cuando el contribuyente es vencido, y no el fisco.


El diputado señor Soto consultó cómo opera cuando el fisco es el vencido.


El diputado señor Chahin consultó cómo opera cuando el fisco es el vencido, habría que aclarar esa redacción.


El señor Meriño señaló que convendría agregar la frase contribuyente. Cuando el fisco pierde, se aplican las reglas generales.


Sometido a votación el numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, agregando a sugerencia del diputado señor Chahin, al final, antes del punto aparte (.), la frase “,cuando resulte vencido el contribuyente”). Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 2


La Secretaría de la Comisión observó que respecto de lo propuesto en el proyecto, correspondería reemplazar expresamente la referencia a las “tesorerías comunales” todas las veces que aparece. De acogerse ello, no sería clara la redacción, especialmente atendiendo a lo que dispone el DFL1/1994, Hacienda, estatuto orgánico del Servicio de Tesorerías. “Artículo 24°.- A contar del 1° de Enero de 1982, todas las expresiones “Tesorero Comunal” y “Tesorería Comunal”, que se mencionan en las disposiciones legales, deberán entenderse referidas al Tesorero Provincial y a la Tesorería Provincial, respectivamente, y si ésta no existiere, al Tesorero Regional que corresponda.”.


El asesor señor Cuevas señaló que esta había sido una petición formal para ordenar el Código Tributario.


El diputado señor Soto expresó que esto podría originar una nulidad de derecho público. Si se está revisando este artículo, podía terminar siendo un órgano incompetente el que realizase una gestión, y alguien podría reclamar.


El diputado señor Chahin señaló que mejor reemplazar todas las ocasiones donde estuviera la frase.


La Secretaría de la Comisión manifestó que su observación no se refería al reemplazo general, sino a este caso concreto, pues tal como quedaría redactado de aprobarse, generaría una redacción circular, autorreferida.


El asesor señor Alarcón señaló que realizadas las consultas, de acogerse la propuesta gubernamental se produciría una incoherencia, por lo que convenía rechazar esta parte del proyecto. Se consultó a Tesorería y estaban de acuerdo en rechazar este numeral.


Sometido a votación el numeral se rechazó por 4 votos en contra. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo y Squella, don Arturo.

N° 3 (ha pasado a ser N° 2).


Sometido a votación el numeral, sin debate, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar al artículo 2°, los siguientes numerales 3) y 4), nuevos, pasando los actuales 4) y 5) a ser 5) y 6) y así sucesivamente:


“3) Modifícase el artículo 63 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “podrá ampliar”, por la palabra “ampliará”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso cuarto:

“Cuando del tenor de la respuesta a la citación o de los antecedentes aportados, resulte necesario solicitar al contribuyente que aclare o complemente su respuesta y/o presente antecedentes adicionales respecto de los impuestos, períodos y partidas citadas, podrá requerírsele para que así lo haga, dentro del plazo de un mes, sin que ello constituya una nueva citación. Los antecedentes requeridos en el ejercicio de esta facultad y que no fueren acompañados dentro del plazo indicado, serán inadmisibles como prueba en el juicio, en los términos regulados en el inciso duodécimo del artículo 132 de este mismo Código.”.


4) Incorpórase, en el artículo 114, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En los mismos plazos relativos a los crímenes y simples delitos, prescribirá la acción para perseguir la aplicación de la pena de multa, cuando se ejerza la opción a que se refiere el inciso tercero del artículo 162 de este Código.”.”.


El diputado señor Chahin solicitó aclarar la razón de la sanción, brutal, de que no se puedan presentar documentos con posterioridad, ni siquiera una contra excepción que habilite excepcionalmente a presentar con posterioridad, aun mediando justificación. Podría ser que algunos documentos no estuvieran en poder del contribuyente.


El asesor señor Cuevas señaló que la duda planteada está resuelta en el artículo 132, que buscó precaver otra situación. Si los documentos no pudieron estar a la vista, y es plausible la alegación del contribuyente para no haberlos presentado, lo puede hacer con posterioridad. En la fase administrativa el contribuyente tiene un plazo para exponer, pero cuando no se ha contestado, eso conduce a que el servicio emite liquidaciones o giros, cuando el contribuyente pudo haber evitado tal situación. Así, esto modifica el trámite de citación, se agrega un nuevo momento dentro de ella, y la referencia al 132, alude al caso cuando el contribuyente no acompañó, pero podría hacerlo.


En la práctica, había una suerte de vicio procesal en que, incluso, era práctica cuestionada que los asesores no entregaban los documentos en la etapa administrativa y las presentaban en la etapa de reclamo, aun cuando sí habían sido requeridos.


Sometidos a votación, ambos numerales, se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 4 (ha pasado a ser N° 5).


El asesor señor Cuevas señaló que esto fortalece el procedimiento administrativo ante futuros litigios cuando no haya una controversia de fondo. Esto amplía los plazos para que se puedan hacer las presentaciones respectivas, se estimaba que el plazo de 15 días era breve, de manera que se tenga mayor plazo para actuar, e instar por resolver en la sede administrativa esta situación.


Sometido a votación el numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 5 (ha pasado a ser N° 6).


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para modificar este numeral, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente: 


“Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y/o documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso, sean presentados en forma física.”.


c) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:


“La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y/o documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.”.


El diputado señor Soto señaló que había que recordar la ley 20886, aprobada recientemente por esta Comisión, y que regula ampliamente los procedimientos digitales. Consultó la procedencia de hacer una referencia expresa a esa ley.


La Secretaria de la Comisión sugirió la siguiente redacción sobre la materia: “Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero tramitará las causas en conformidad a lo dispuesto en la ley 20.886, sobre tramitación electrónica de los procedimientos judiciales. Con todo, durante la tramitación sólo las partes podrán imponerse de ellas.”.


El asesor señor Cuevas señaló que había una razón de orden práctico al no hacer tal referencia, y es que cuando se presentó el proyecto no existía la ley 20.886. Se entendía que esta propuesta no vulnera esa ley, y adicionalmente, acá se faculta a la Corte Suprema sobre cómo se debe regular mediante autos acordados. Si bien existe la ley 20.886, a su juicio, esta propuesta no la contradice.


El diputado señor Soto consultó qué problemas habría en hacer un reenvío a la ley, pues fácilmente se podría entrar en colisiones.


El diputado señor Chahin expresó que podría hacerse un reenvío, pues convendría tener un procedimiento estandarizado.


El señor Meriño señaló que esto ya está funcionando.


El diputado señor Chahin manifestó que era atendible lo planteado, pero resulta que los tribunales civiles ya se habían adelantado mediante actas, que es la forma mediante la cual la Corte Suprema evita que los autos acordados sean controlados por el Tribunal Constitucional, pero consideraron adecuado que esto fuese regulado por ley. Ahora, cuando se está discutiendo esta ley, cuestión que ya tiene un desarrollo, podría hacerse las adecuaciones y reenvíos. De lo contrario, temía que se tendrá que estar discutiendo en cada nuevo procedimiento, y mejor hacer las cosas de una vez, la cuestión es no tener que revisar en un año más, una reforma al sistema de tramitación digital en los tribunales tributarios y aduaneros.


El diputado señor Soto recordó que la propia Corte Suprema hizo presente en su informe que convenía tener presente la discusión de la ley de procedimientos digitales, y que era necesario facultarla para dictar los respectivos autos acordados.


El asesor señor Cuevas señaló que este debate sí se tuvo en cuenta. Este proyecto cumple lo dispuesto en la ley 20886. Además de reglar por ley qué es el procedimiento electrónico, otorga competencia a la Corte Suprema para dictar los respectivos autos acordados.


El señor Meriño expresó que la propia ley 20.886 acota su procedencia a los tribunales ordinarios y especiales que integran el poder judicial, y ello porque dependen administrativamente de la Corporación de Asistencia Judicial. En cambio, los tribunales tributarios y aduaneros tienen su propia organización.


La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que se tiende a escribir frases del tipo “en todo lo no contemple esta ley, regirá de modo supletorio la ley X”. Quizás esa fórmula servía en esta ocasión.


El diputado Monckeberg, don Cristián, manifestó que la intención del Ejecutivo sigue lo dispuesto en la ley 20886. Con todo, consultó si había una disponibilidad para hacer la referencia a la ley 20886.


La Secretaría de la Comisión expresó que la observación no decía relación con un problema constitucional o legal, sino de técnica legislativa. Era correcta la afirmación relativa a que la ley 20.886 acota su procedencia hacia determinados tribunales, y que este proyecto no contradice tal ley, pues asume sus principios, pero el legislador dispuso en esa ley las bases, condiciones y principios mediante los cuales tales tribunales deben ejecutar procedimientos digitales.


En tal sentido, el problema técnico alude a cómo actúan los operadores jurídicos. Ellos tienden a conocer leyes marco, y que las excepciones se dispongan en las leyes especiales, y si bien el legislador puede disponer procedimientos generales y procedimientos especiales, convenía para un mejor conocimiento que ante las mismas situaciones, el legislador reenviase las regulaciones a las leyes marco o generales, y en las leyes especiales regulase sólo aquellos asuntos que necesitasen un tratamiento diferente al dispuesto en la ley general. Intentando una asimilación, era el mismo problema que plantea la ley 19.880, sobre bases generales de procedimientos administrativos. Se puede optar porque el procedimiento para el caso concreto sea el de esa ley, disponiendo las excepciones pertinentes, o en cambio, disponer un procedimiento íntegro en la ley especial.


Así, lo especial en este procedimiento sería el carácter no público de los expedientes de tramitación, y por una cuestión de certeza competencial, otorgar facultad a la Corte Suprema para dictar los respectivos autos acordados.


El diputado señor Chahin señaló que si fuese tan sencillo, en lugar de la ley 20886 se habría hecho dictado una ley de un solo artículo, pero hay otros temas, tales como los valores probatorios, todo aquello que está mejor desarrollado en la ley 20886, por lo que convendría seguir la propuesta de la Secretaría. Si se quiere hacer una tramitación digital, mejor hacer el reenvío.


El señor Meriño manifestó que este sistema, en el 90% ya está funcionando. Tratar de tomar un sistema ajeno, podría complejizar el sistema.


Sometido a votación el numeral, conjuntamente con la indicación, se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 6 (ha pasado a ser N° 7).


El diputado señor Soto sugirió que estas notificaciones por carta certificada quedasen a facultad, pues la regla general es que sea la notificación electrónica.


El señor Meriño señaló que “podrá”, permitirá analizar las circunstancias particulares de los litigantes.


El diputado señor Chahin expresó que los terceros que no son parte deberían ser notificados por carta certificada, y a los intervinientes, por correo electrónico.


El asesor señor Cuevas manifestó que hoy no se contiene una notificación por correo electrónico, sino que se notifica por la subida al sistema informático. Además, lo que la indicación persigue, es hacer una adecuación terminológica hacia los expedientes electrónicos, en cuanto a “dichos registros”. Las resoluciones de mayor importancia, se exige una mayor ritualidad, consistente en emitir esta carta certificada.


El diputado señor Chahin señaló que esto afecta los derechos de las partes. El que se tenga una notificación por estado diario electrónico, no es otra cosa, donde no se remite la información, le parecía que era un despropósito. Lo que se podría establecer, es que en el inciso primero se agregue “y su remisión al correo electrónico informado al efecto”. Estimó adecuado eliminar la carta certificada, que genera demoras e incertidumbres. El correo electrónico convenía como regla general, y que la carta certificada quedase para casos calificados.


El diputado señor Squella expresó que cuando se habla del sitio web del tribunal, cualquiera puede conocerlo, por lo que qué sentido tiene el expediente reservado, si acaso se accede con clave o sin clave.


El señor Meriño manifestó que lo que se pensó fue colocar a los tribunales en sistemas electrónicos, pero no afectar a los contribuyentes. Así, habría que salvaguardar el valor de esa notificación, y se accede con clave. Por ello, no se dispuso como obligatoria la notificación por correo electrónico, pues podía ser que el sujeto no tuviese, por lo que era mejor disponer que se notificase al acceder al sistema electrónico del tribunal.


El diputado señor Chahin expresó que el contribuyente que no tiene correo electrónico, no estará ingresando a un portal. Si resulta que es una mejor forma de notificación el que la información esté en un sitio web, antes que mandar un correo electrónico, le resultaba raro. Quizás cuando se aprobó la ley, era otra la época tecnológica, pero hoy ya el correo electrónico era masivo.


El asesor señor Cuevas señaló que si se lee completo el artículo, se regla de manera más estructural el sistema de notificaciones. Más adelante se contempla la posibilidad de avisar, pero no notificar, mediante correo electrónico. El estado diario electrónico será el sistema de notificación. El testimonio formal es el de correos.


El diputado señor Chahin sugirió copiar lo que se hizo en materia de notificación en la ley 20886. Tener mezclas incomprensibles entre notificaciones por estado diario electrónico, avisos electrónicos que no anulan su no ocurrencia, genera una situación precaria a las partes, y se mantiene un resabio antiguo, como es la carta certificada, es el peor de los escenarios. O se avanza a un sistema electrónico, donde la excepción sea la carta certificada, o seguimos con la carta certificada y la publicación en la web, pero sin correo electrónico que no notifica.


El señor Meriño expresó que en la ley 20.886, se dejó la notificación por correo electrónico como una cuestión facultativa. En los tribunales tributarios no ha habido problemas con el portal, y se le envía un aviso de notificación, para que se den por enterados. Lo que se planteó es hacia las personas que no tienen correo electrónico.


El asesor señor Cuevas manifestó que se ha visto el artículo 131 bis en parcialidades. El espíritu de esto es crear un estado diario electrónico, y luego se desarrollan diversas formas de notificación. El inciso final se refiere a la resolución que confiere traslado, y se puede hacer por correo electrónico. Cuando se ve el artículo completo, da luces que la carta certificada queda para cuestiones de mero trámite.


El diputado señor Chahin señaló que, entonces, debía quedar la carta certificada tal cual está vigente.


Sometido a votación el numeral se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 7 (ha pasado a ser N° 8).


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para modificar este numeral en el siguiente sentido:


1) Incorpóranse las siguientes letras a) y b), nuevas:


“a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por “primero, en caso que el Juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.”.


2) Sustitúyesela letra b), que pasa a ser d), por la siguiente:


“d) Incorpóranse los siguientes incisos decimoséptimo y decimoctavo, nuevos, pasando el actual décimo sexto a ser décimo noveno:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citando las para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.

Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.”.


3) Sustitúyese la letra c), que pasa a ser e), por la siguiente:


“e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.


El diputado señor Chahin propuso cambiar el orden de los momentos obligatorios y facultativos.


Se acordó votar cada uno de los números de la indicación en forma separada.


Sometida a votación la contenida en el N° 1) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando en la letra a) la frase: “podrá, a petición de parte” por la frase: “deberá, de oficio o a petición de parte”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometida a votación la contenida en el N° 2) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando la expresión “deberá, de oficio o a petición de parte”, por “podrá, a petición de parte”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometida a votación la contenida en el N° 3) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 8 (ha pasado a ser N° 9).


S.E. la Presidenta de la República formuló indicción para para modificar este numeral que introduce un artículo 132 bis, nuevo, en el siguiente sentido:


a) Elimínanse los incisos primero y segundo, pasando el actual inciso tercero a ser primero y así sucesivamente.


b) Modifícase el inciso tercero, que pasa a ser primero, de la siguiente forma:


i) Agrégase la siguiente frase inicial, antes de la palabra “Será”: 


“La conciliación a que se refiere el artículo 132 podrá ser total o parcial.”.


ii) Sustitúyese la expresión “la concurrencia de los elementos del hecho gravado”, por “la existencia de los elementos que determinan la ocurrencia del hecho gravado”.


iii) Elimínase la frase “reparables sólo mediante la nulidad del acto administrativo impugnado,”.


c) Intercálase, en el inciso cuarto, que pasa a ser segundo, a continuación del punto seguido, la siguiente frase:

“La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N° 20.322.”.


d) Reemplázase el inciso quinto, que pasa a ser tercero, por el siguiente:


“El llamado a conciliación no procederá en los procedimientos reglados en los artículos 4° quinquies, 100 bis, 160 bis, 161 y 165 de este Código; en aquellos que digan relación con hechos respecto de los cuales el Servicio haya ejercido la acción penal, y en los reclamos de liquidaciones, resoluciones o giros de impuesto que se relacionen con los hechos conocidos en los procedimientos a que se refiere este inciso.”.


e) Sustitúyese, en el inciso séptimo, que pasa a ser quinto, la expresión “El Tribunal Tributario y Aduanero fijará un plazo prudencial para que el Director se pronuncie.”, por la frase “El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los 30 días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente.”.


f) Suprímese el inciso octavo, que pasa a ser sexto.


g) Sustitúyense los incisos noveno y décimo, que pasa a ser sexto y séptimo, por el siguiente inciso final, nuevo:

“De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el Juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.”.


El asesor señor Cuevas señaló que la indicación, atendida la aprobación del numeral anterior, corrige la redacción. Además, dispone que la conciliación podrá ser total o parcial, para que quede sistemática con lo aprobado en 131bis. La modificación sobre los planteamientos sobre el “hecho gravado”, persigue precisar con certeza los aspectos de que no se vulnera el principio de legalidad, la concurrencia de los hechos, lo que es materia de conciliación es si concurren o no los hechos que acreditan el hecho. No se concilia sobre impuestos, sino de pretensiones.


Sometido a votación el numeral, conjuntamente con la indicación, se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar los siguientes numerales 10) y 11) nuevos, pasando el actual numeral 9) a ser 12) y así sucesivamente:


“10) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 133, la frase “inciso segundo del artículo 132” por la expresión “inciso tercero del artículo 132”.


11) Reemplázase, en el artículo 144, la palabra “decimocuarto” por la expresión “decimoquinto”.”.


Sometidos a votación, sin debate, se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 9 (ha pasado a ser N° 12).


El asesor señor Cuevas señaló que esta redacción aclara los fundamentos y asimila la redacción con el recurso de protección.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente numeral 13), nuevo, pasando el actual numeral 10) a ser 14) y así sucesivamente:


“13) Modifícase el artículo 161 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el párrafo segundo del número 3 de su inciso primero, la expresión “el Juez de Letras de Mayor Cuantía en lo Civil que corresponda”, por la frase “el Tribunal que la dictó, dentro del término de cinco días, contado desde la notificación de la resolución respectiva”.

b) Reemplázase, en su inciso final, la frase “el juez de letras en lo civil de turno del domicilio del contribuyente”, por la expresión “el Juez Tributario y Aduanero competente, en el plazo de 10 días contados desde la notificación de la resolución respectiva”.”.


El asesor señor Cuevas señaló que esto adecua las competencias respeto a actuaciones tributarias. Lo que se hace es que el primer caso, sobre solicitar reposición, no deba ser conocida por el juez de letras, sino por el tribunal tributario o aduanero que dictó la resolución.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Los diputados señores Chahin, don Fuad y Gutiérrez, don Hugo, formularon indicación para agregar el siguiente numeral 14), nuevo:


“14) Elimínese en el inciso primero del artículo 162, la frase “, a requerimiento del Director”.


El diputado señor Chahin señaló que es discutible, mientras tengamos un director del Servicio de Impuestos Internos (SII) que es un órgano de confianza política, imparcialidad en ese órgano. La imparcialidad no está dada por la forma de nombramiento, sino en cómo se remueve. Así, no convenía tener el monopolio de la acción penal en estas materias. Hoy el Consejo de Defensa del Estado (CDE) para poder presentar la acción sólo lo puede hacer a requerimiento del SII. Si fuese alternativo, no tendría problema, porque ambos buscan el interés fiscal. Pero tal cual está redactada la norma, donde el CDE sólo actúa a requerimiento, le parecía complejo.


Es más, cuando hace un tiempo se recibió en la investigadora Argentum al presidente del CDE, hizo presente que el SII hace mucho tiempo no requiere al CDE para estas acciones, sino que actúan directamente. Esto se debe discutir, si se tiene el Ministerio Público, el SII, el CDE podría plantearse qué necesidad hay de tener tantos órganos actuando. Si fuese reservar el ejercicio de la acción penal para mejorar su capacidad de recaudación, pues lo que plantea es el interés fiscal, podría legitimar al SII, pero el CDE con su composición colegiada otorga mayores garantías. Quizás, si sólo se elimina sólo la frase final, “a requerimiento del director”, podría estar dándose una señal sobre la eventual contaminación política, que es natural, de politizar el ejercicio de esta atribución.


El diputado señor Squella expresó que son distintas las dos propuestas, pero se quedaba con uno de los elementos, de que esto hay que discutirlo en forma sería, y esto no se da porque nos tropezamos con este artículo Se dio la discusión durante el tema de colusión, y se planteó que se ingresaría un proyecto en la materia. Convendría tener la discusión en esa oportunidad.


El diputado señor Gutiérrez manifestó que este artículo podría arreglarse eliminando la frase final. Podría haber problemas de probidad en el tema, y plantear que la discusión ocurra en otra etapa, es patear el problema para adelante. Acá lo que hay, es una decisión de denunciar o querellarse basado en una decisión política. Si el SII tiene la legitimación activa, podrían tenerlos ambos. Es pertinente que se pueda arreglar esto.


El diputado señor Coloma consultó sobre la admisibilidad de la indicación.


El señor Micco señaló que, entendiendo que esto era un tema de fondo y que valía la pena discutir, no es un tema dentro de la idea matriz.


El diputado señor Coloma solicitó pronunciarse sobre la admisibilidad, tanto de la presidencia como de la Secretaría. Era inadmisible por alejarse de las ideas matrices.


El diputado señor Soto consultó a Secretaría.


La Secretaría de la Comisión señaló que pronunciarse sobre la admisibilidad es una atribución de la presidencia de la Comisión y la Secretaría sólo emite una opinión. Aun así, estimó que esto alteraba las condiciones de ejercicio de una atribución de un órgano administrativo, por lo que era de iniciativa presidencial.


El diputado señor Chahin manifestó que sobre las ideas matrices, el proyecto busca perfeccionar la justicia tributaria y aduanera. Esto tiene diversos elementos, pudiendo acogerse en su seno, al menos, la segunda indicación. En cuanto a la observación de la Secretaría, no se estaba creando ni eliminando una atribución, sino la forma como se ejercen acciones judiciales, el cómo se inician las acciones judiciales, dentro del marco de las atribuciones del SII y el CDE.


El diputado señor Gutiérrez expresó que ha leído mociones en el tema, que han sido declaradas admisibles. Si la Secretaría de la Cámara ha acogido a tramitación, habría que respetar tales precedentes y actuar de igual manera acá.


El asesor señor Cuevas señaló que en este punto, el mérito del debate está fuera de toda duda, pero es un debate no acorde al contexto del proyecto. El perfeccionamiento alude al rol del SII en el marco de los procedimientos de reclamación. La indicación alude al ejercicio de las acciones penales, materia que no corresponde al conocimiento de este boletín. Asimismo, a juicio del Ejecutivo se estarían modificando la forma de ejercer las atribuciones de órganos de la administración. Entendían que no es este proyecto el momento para discutir y zanjar el tema.


El diputado señor Soto (Presidente) manifestó que las indicaciones eran inadmisibles. No obstante de reconocer el mérito e interés del debate, atendida la coyuntura, es un debate necesario hacerlo. Pero en este proyecto de ley, que tiene por objeto perfeccionar la justicia tributaria y aduanera, la indicación afectaría una iniciativa exclusiva de la presidencia de la República, por cuanto define el cómo debería la administración ejercer sus potestades.


El diputado señor Chahin expresó que se reclamaría en la sala la admisibilidad, y le parecía increíble que no se tuviera iniciativa en el tema. Sugirió convocar al CDE.


El diputado señor Squella señaló que le hacía sentido el fondo de la propuesta, pero las reglas están para cumplirse. Si en el fondo, lo que se persigue es ver un tema, y se puede cacarear afuera temas que se pueden ventilar porque dan prensa, era una opción, pero esto genera un problema que, comunicacionalmente, se pueden aprovechar en contra del propio gobierno que los diputados apoyan. Era interesante conocer el tema de la iniciativa en materia penal en experiencias comparadas, pero la cuestión es tener un poco de seriedad en los debates.

N° 10 (ha pasado a ser N° 14).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 11 (ha pasado a ser N° 15).


El asesor señor Cuevas señaló que esto busca colocar en mejor situación a las personas que tienen deudas tributarias, y cuando se excluyan de los procedimientos de cobros, no se sigan devengando intereses durante esa exclusión. Las razones de exclusión responde a una situación desmedrada del contribuyente, y por ello, conviene que no se les cobre.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 12 (ha pasado a ser N° 16).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
N° 13 (ha pasado a ser N° 17).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 14 (ha pasado a ser N° 18).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 15 (ha pasado a ser N° 19).


El diputado señor Gutiérrez consultó si al comparecer sin abogado, sería o no un beneficio para el contribuyente. Podrían terminar siendo personas indefensas frente a las actuaciones del Servicio.


El asesor señor Cuevas señaló que la duda planteada es relevante. No se busca dejar en indefensión. La explicación es que en esta etapa procesal se lleva a cabo al interior de la Tesorería, ante el juez sustanciador. Lo que se busca es que en esta etapa, no sea necesaria que incurra en el gasto de contratar abogados.


El diputado señor Soto entendía que el juez sustanciador no tenía imperio.


El diputado señor Gutiérrez consultó si ante los tribunales, debía concurrir con abogado.


El asesor señor Cuevas respondió afirmativamente.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 16 (ha pasado a ser N° 20).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 17 (ha pasado a ser N° 21).


El asesor señor Alarcón señaló que esta propuesta no se cambia el tribunal, sigue siendo la administración la sede en esta etapa. Lo único, es que se adecúa el nombre del tribunal.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 18 (ha pasado a ser N° 22).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 19 (ha pasado a ser N° 23).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 20 (ha pasado a ser N° 24).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 21 (ha pasado a ser N° 25).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 22 (ha pasado a ser N° 26).


El asesor señor Cuevas señaló que no en todas las ocasiones se podía acceder a la casa de martillo. Desde luego, la Dirección de Crédito Prendario otorgaba la debida custodia, y la cuestión es hacer más fácil el procedimiento.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 23 (ha pasado a ser N° 27).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 24 (ha pasado a ser N° 28).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 25 (ha pasado a ser N° 29).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 26 (ha pasado a ser N° 30).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 27 (ha pasado a ser N° 31).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 28 (ha pasado a ser N° 32).


El asesor señor Cuevas señaló que es un reemplazo de referencia técnica. Se fija el momento para que sean percibidas en la medida que sean alzadas. Es una precisión técnica.


El diputado señor Soto aclaró que esta redacción alude a la etapa de cobranza administrativa.


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 29 (ha pasado a ser N° 33).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 30 (ha pasado a ser N° 34).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 31 (ha pasado a ser N° 35).


Sometido a votación este numeral, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar el siguiente numeral 36), nuevo:


“36) Incorpórase, en el inciso cuarto del artículo 200, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Si se requiere al contribuyente en los términos del inciso tercero del artículo 63, los plazos señalados se aumentarán por el plazo de un mes.”.”.


El asesor señor Cuevas señaló que hay medidas para que los contribuyentes puedan interactuar con el Servicio para hacer más expedito las tramitaciones. Así, se dará más tiempo para los contribuyentes para aportar información, y por ello, los plazos para fiscalizar, cuando se ha dado más plazo, requieren aplazar el inicio del cómputo de la prescripción.


El diputado señor Chahin expresó que esto no es interrupción, sino suspensión. Como una cuestión práctica, si se da un mes, que es un plazo máximo, teóricamente podrían darse los antecedentes el día dos, pero si se da un plazo de un mes, si lo cumple el día dos, el plazo de prescripción igualmente quedará ampliado en treinta días, por lo que quizás habría que vincular los plazos. Consultó si era habitual que el plazo fuera de un mes, y no de días. Finalmente, sugirió eliminar la última voz “plazo”, por cacofónico.


El asesor señor Cuevas explicó que era de orden práctico, pues si de la citación persisten las dudas, y mientras no haya una liquidación que fije la pretensión del Servicio, el artículo 63 señala que podrá aportarse información en un mes. Por ello, acá también se aumenta un mes. Se pudo haber vinculado los plazos, en el entendido que se “linkeaba” el número de días con el aumento del plazo para la prescripción, pero ello creaba una complejidad importante, pues se generaría un cómputo distinto: si al día tercero entregaba información, pero resulta que luego se da cuenta que un nuevo antecedente podría servir a su pretensión, resulta que el Servicio habría dicho que el plazo venció, y se generaría uno nuevo, lo que genera incertidumbre. Esto ocurre frecuentemente, los contribuyentes entregan la información de modo fraccionada, en varios momentos. Así, esta redacción dispone un mes, para que durante su transcurso aporte en el o los momentos que estime oportuno, y así el Servicio sólo al final del plazo certifique el vencimiento. En cuanto a la corrección de estilo, estaba de acuerdo.


El diputado señor Soto consultó si la redacción vigente no resuelve lo que acá se propone.


El asesor señor Cuevas señaló que ese plazo se refiere al de citación. Lo que ahora se discute, es adicional a la citación. Son dos hipótesis distintas, uno es el plazo de la citación, y el otro, de aporte de antecedentes.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando las expresiones: “por el plazo de” por la expresión: “en”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, con Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 3°

N° 1

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para modificar este numeral, que sustituye el artículo 125, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la expresión “Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:

“Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y/o documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso, sean presentados en forma física.”.


c) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:

“La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y/o documentos que puedan ser presentados o acompañados a través del Sistema.”.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, con Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 2


Sometido a votación el numeral se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
N° 3


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para modificar este numeral, que introduce modificaciones al artículo 128, en el siguiente sentido:


1) Incorpóranse las siguientes letras a), b) y c) nuevas, pasando las actuales a) y b) a ser d) y e):


“a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente del funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Sustitúyense en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por la frase “primero, en caso que el Juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la palabra “dos”, por la expresión “cinco”.”.


2) Sustitúyese la letra a), que pasa a ser d), por la siguiente:


“d) Incorpóranse los siguientes incisos décimo octavo y décimo noveno, nuevos, pasando el actual décimo séptimo a ser vigésimo:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.


Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.


3) Sustitúyese la letra b), que pasa a ser e), por la siguiente:


“e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.”.


Sometida a votación la contenida en el N° 1) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando en la letra a) la frase: “podrá, a petición de parte” por la frase: “deberá, de oficio o a petición de parte”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometida a votación la contenida en el N° 2) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, reemplazando la expresión “deberá, de oficio o a petición de parte”, por “podrá, a petición de parte”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sometida a votación la contenida en el N° 3) se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
N° 4


S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para modificar este numeral, que introduce modificaciones al artículo 128 bis, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense los incisos primero, segundo y tercero por el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser segundo y así sucesivamente.


“Artículo 128 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 128 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan el nacimiento de la obligación tributario aduanera, su cuantía o el monto delos derechos, impuestos o multas determinados; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento; la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de los vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o de fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente en el reclamo o se trate de casos en que el Tribunal pueda pronunciarse de oficio.”.


b) Modifícase el inciso cuarto, que pasa a ser segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las expresiones “del o los” e “impuestos”, la frase: “derechos aduaneros o”.


ii) Intercálase, a continuación del punto seguido, la siguiente frase:

“La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N° 20.322.”.


c) Reemplázase el inciso quinto, que pasa a ser tercero, por el siguiente:

“El llamado a conciliación será también aplicable en el procedimiento establecido en el artículo 186 bis, en los mismos términos que establece el presente artículo, en cuyo caso la aprobación o rechazo deberá efectuarla el Director Regional o Administrador de Aduana respectivo. Sin embargo, no procederá el llamado a conciliación en el procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.”.


d) Sustitúyese en el inciso séptimo, que pasa a ser quinto, la expresión “El Tribunal Tributario y Aduanero fijará un plazo prudencial para que el Director se pronuncie”, por la frase: “El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los 30 días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente.”.


e) Elimínase el inciso octavo, que ha pasado a ser sexto.


f) Sustitúyense los incisos noveno y décimo, por el siguiente inciso final nuevo:

“De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el Juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.”.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, con Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para agregar a este artículo los siguientes numerales 5) y 6) nuevos:


“5) Sustitúyese en el artículo 129 H la palabra “decimoquinto” por “decimosexto”.


6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 186 bis por el siguiente:


“En contra de la sentencia definitiva del Tribunal Tributario y Aduanero sólo procederá el recurso de apelación y aquél contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil. El recurso de apelación sólo podrá interponerse contra sentencias definitivas referidas a denuncias infraccionales cuya cuantía sea igual o superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.”.

El asesor señor Cuevas señaló que sobre esto se permite a los contribuyentes la posibilidad de impugnar. En el caso de las apelaciones, se dispone un límite de monto, y cosas que antes no se podía recurrir, ahora se podrá.


El diputado señor Squella consultó si esto se tuvo a la vista en la ronda de invitados.


El diputado señor Chahin expresó que convendría otorgar la apelación solo en el efecto devolutivo, y que ojalá se tuviera que hacer alguna consignación, cosa que no haya un incentivo perverso de apelarlo todo para postergar el plazo de pago de los tributos.


El señor Meriño señaló que acá, tomando en cuenta la inquietud planteada, la cantidad de causas que representa la infracción aduanera es bastante baja. Hoy, al no haber apelación, los contribuyentes están impugnando vía queja, lo que afecta la hoja funcionaria del juez. En cuanto al incentivo para impugnar, quizás podría plantearse que sólo sea en el efecto devolutivo.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes, intercalando entre la frase: “recurso de apelación” y las expresiones: “y aquel”, la frase: “, en el solo efecto devolutivo”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, con Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 4°


El asesor señor Cuevas señaló que se están reconstituyendo las plantas dejadas sin efecto por la ley N° 20752. Este proyecto deja esa reforma sin efecto, para dar nuevo número de plantas.


El diputado señor Chahin expresó que le parecía rara la forma, pues lo que se hace no es modificar las plantas, sino la oportunidad en que eso se va generando. Si se deroga, queda la norma permanente y se aceleraría la norma derogatoria.


El asesor señor Cuevas manifestó que eso se hace con la reforma al artículo 4, mediante el artículo 1° numeral 3) de este boletín.


El diputado señor Squella señaló que quizás convendría vincular el tema al artículo primero transitorio.


El asesor señor Cuevas expresó que en el tema del personal, como había una ley anterior que disminuyó los cargos, disminuyó en trece cargos, lo que se hace ahora es recomponer esos trece, y se dejó sin efecto la forma como ello se estaba haciendo. El único sentido de esta propuesta es asumir los cargos en extinción que produjo tal norma.


Sometido a votación el artículo, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.


El asesor señor Cuevas señaló que esto no presenta problemas, el proyecto persigue el perfeccionamiento de la justicia tributaria y aduanera, mediante el perfeccionamiento de las normas de procedimiento, cuestiones que ayudan al fisco, tales como conciliación, observaciones a la prueba o la citación para oír sentencia. En cuanto a plantas, ello se ve en el cuarto transitorio.


El diputado señor Squella expresó que lo único que podría requerir más tiempo es la tramitación digital, pero lo demás era razonable que comenzara pronto.


El asesor señor Cuevas manifestó que se pudo pensar que la implementación del expediente electrónico requeriría un esfuerzo presupuestario, pero ello ya está en funcionamiento, por lo que tal esfuerzo no será necesario.


Sometido a votación el artículo, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo segundo.


Sometido a votación el artículo, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo tercero.


Sometido a votación el artículo, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo cuarto.


El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación para modificar el literal d) de este artículo, en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse los siguientes ordinales iii) a v), nuevos:


“iii. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


iv. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta o a contrata que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.


v. Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción, y los funcionarios conservarán en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos de encasillamiento. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia el o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley correspondientes.”.


El diputado señor Gutiérrez recordó que al implementar la reforma tributaria, se dispuso normas similares a las que acá se discuten, pero ahí se estableció que, además, como consecuencia del encasillamiento no se entendiera como causal de término de servicio. Esto no puede significar que el funcionario cese en el cargo, ello es razonable, por lo que habría que agregar ese límite, y también agregaría que no puede significar pérdida del empleo. Son dos temas justos, que convendría disponer. Por último, convenía disponer el respeto de los bienios.


El diputado señor Ceroni consultó sobre el pago de planilla suplementaria. Además, consultó sobre los planteamientos del diputado Gutiérrez, si acaso esto podría implicar pérdida de derechos.


El asesor señor Cuevas señaló que se ha utilizado en esta norma transitoria las mismas normas utilizadas para fijar la metodología de otras ocasiones, no hay innovación.


El señor Meriño expresó que, en relación a la planilla suplementaria, esto responde a la forma de operar de Dipres. Así, de acuerdo a diversos criterios, los funcionarios perciben diversas remuneraciones, y para precaver las diferencias remuneracionales concretas, la planilla suplementaria logra asumirlas e igualar las condiciones. En cuanto a la pérdida de trabajos, esta redacción es una petición de los propios trabajadores, por lo que estaban de acuerdo con ella.


El diputado señor Squella manifestó dudas sobre el literal b). Llamaba su atención que, siendo una materia de ley, se dispusiese en un decreto con fuerza de ley, queda entregado todo a un decreto con fuerza de ley. Podría haberse dispuesto forma o criterios para que quedasen en esta ley. Lo segundo, se podría hacer una referencia a evaluación de metas de gestión de los tribunales, pero había que entender que esto está en un artículo transitorio, cuando debió quedar en un artículo permanente.


El asesor señor Cuevas expresó que este es el mecanismo propuesto por Dipres en la creación de estos tribunales, y que fue convenido con los representantes de los magistrados. Se contemplaba una mejoría en las remuneraciones, y que por el Ejecutivo se tomó la decisión, atendida la experiencia, que estos funcionarios interactuaban con órganos de la administración, y estaba ocurriendo desde el punto de vista del manejo del personal que a igual nivel de expertiz, tenían menor remuneración. Acá se equivalen. Por ello los magistrados estuvieron de acuerdo en las distintas circunstancias

El diputado señor Gutiérrez señaló que esto alude al activismo de los funcionarios. Los del Servicio de Impuestos Internos lograron agregar las condiciones que refirió en la ley de reforma tributaria, obtuvieron esos resultados, el activismo de esos funcionarios logró la instalación de esas condiciones. Lo que los funcionarios lograron es algo mínimo, y quizás los funcionarios de estos tribunales no tenían la misma envergadura. Le parecía que estos eran criterios razonables a incluir.


El diputado señor Soto consultó a Secretaría sobre la admisibilidad.


La Secretaría de la Comisión señaló que había dos asuntos a tener presente en cuanto a la admisibilidad. Este artículo dispone otorgar la facultad a la Presidencia de la República para dictar un decreto con fuerza de ley. En tal sentido, de estimarse admisible, serviría de precedente para considerar que los diputados pueden modificar la petición efectuada por la Presidencia, cuestión que podría pugnar con la iniciativa exclusiva de la Presidencia de la República, según dispone el artículo 64 de la Constitución Política.


En segundo lugar, si se estimase admisible el ingreso de indicaciones en la petición de facultades para dictar decretos con fuerza de ley, el primer literal de la indicación podía estimarse admisible, pero no en los restantes, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de la Presidencia de la República, las relativas a administración financiera y de seguridad social, según dispone el artículo 65


El diputado señor Chahin expresó que es un tema discutible. Era partidario que se interpretasen las reglas de modo un poco más laxo, pues se tiende a decir por los propios parlamentarios que no tienen iniciativa, cuando en algunas ocasiones, en concreto, tal aseveración podía ser discutible. Le hacía razón en que no se puede otorgar una facultad al presidente de la República, pero la facultad ya la tiene, y lo que acá se pretende es limitar el ejercicio de la facultad, al establecer los requisitos es cómo se ejerce esa facultad. Esto es parte de la administración financiera.


El asesor señor Cuevas señaló que era un debate importante, desde el punto de vista del Ejecutivo, que es una facultad que ha sido utilizada en otros momentos, el espíritu es que no se pierdan puestos de trabajo, ni se conculquen derechos de los trabajadores. Solicitó aprobar el artículo, y se comprometió a estudiar alguna indicación a ser presentada en la Comisión de Hacienda.


El diputado señor Soto aceptó la iniciativa, y sugirió aceptar la propuesta, formando una mesa de trabajo en el tema.


El diputado señor Squella manifestó que el artículo 64 dispone sobre la petición de la Presidencia de la República para dictar decretos con fuerza de ley. Así, era relevante el precedente que se genera, pues de declararse admisible, significará que los diputados tendrán iniciativa para efectuar enmiendas a las peticiones de dictar decretos con fuerza de ley.


El diputado señor Soto declaró admisible la indicación, sólo en cuanto al literal a) ordinal iii), nuevo. Las demás, inadmisibles por corresponder a materias de iniciativa exclusiva presidencial, por referirse a administración financiera y seguridad social.


Sometido a votación el artículo, junto con el literal de la indicación, declarado admisible, se aprobaron por 9 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo. Se abstuvieron los diputados señores Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo quinto.


Sometido a votación el artículo, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-
III. DOCUMENTOS SOLICITADOS, PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión escuchó a las organizaciones y personas que se individualizan en el acápite correspondiente a la Discusión General del proyecto.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES.

A.- Artículos rechazados.


Se encuentra en esta situación el N° 2 del artículo 2° del texto propuesto en el mensaje.

B.- Indicaciones rechazadas.


Se rechazó una indicación de S.E. la Presidenta de la República para reemplazar el N° 1 del artículo 1° por el siguiente:


“1) Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual número 8° a ser número 9°:


“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, la acción de nulidad deberá interponerse conjuntamente con la reclamación respectiva, dentro del mismo plazo y sujetarse al mismo procedimiento.


Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.”.

C.- Indicaciones declaradas inadmisibles.


Se declararon inadmisibles las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados señores Chahin, don Fuad y Gutiérrez, don Hugo, formularon indicación para agregar al artículo 2°, el siguiente numeral 14), nuevo:


“14) Elimínese en el inciso primero del artículo 162, la frase “, a requerimiento del Director”.


2.- Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, para modificar el literal d) del artículo cuarto transitorio, en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse los siguientes ordinales iv) y v), nuevos:


iv. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta o a contrata que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.


v. Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción, y los funcionarios conservarán en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos de encasillamiento. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia el o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley correspondientes.”.

-o-
V. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera:


1) Agrégase en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual 8° a ser 9°:


“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, el vicio deberá hacerse presente o alegarse en la reclamación respectiva.


Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.


2) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 3º, por los siguientes: 


“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:


Primer, Segundo, Tercer y Cuarto Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el correspondiente a la Región Metropolitana.


La distribución de las causas entre los cuatro tribunales de la Región Metropolitana se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.


3) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA
	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE TARAPACÁ
	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	2

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	8


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ANTOFAGASTA
	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ATACAMA

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE COQUIMBO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE VALPARAÍSO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	5

	Profesional Experto
	3

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	12


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O´HIGGINS

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	6


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL MAULE

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	6


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL BÍO-BÍO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	2

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	8


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LA ARAUCANÍA

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	2

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	7


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS RÍOS

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS LAGOS

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE AYSEN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	4


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	5


PRIMER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	13


SEGUNDO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	13


TERCER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	13


CUARTO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total Planta
	13



Adicionalmente cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos, se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada unidad.”.


4) Agrégase al inciso final del artículo 5°, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, las siguientes expresiones:

“Una vez efectuado el nombramiento, el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, mediante resolución, asignará el último nivel de remuneraciones que corresponda al cargo respectivo, de acuerdo al artículo 25. Las modificaciones de dicha resolución se realizarán conforme a lo establecido en el inciso final del precitado artículo.”.


5) Agrégase, en el artículo 10, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los funcionarios que ocupen el cargo de Jueces o Secretarios en virtud de la subrogación, cuando ésta se prolongue por más de quince días corridos, con independencia de la calidad jurídica de planta o a contrata que ostente quien subrogue, tendrán derecho a percibir la diferencia que exista entre su sueldo base y el sueldo del cargo que deban subrogar, siempre y cuando el cargo que subrogan se encontrare vacante o si el titular del mismo, por cualquier motivo, no gozare de dicha remuneración o esté haciendo uso de licencias médicas.”.


6) Agrégase en el artículo 13, a continuación de la palabra “feriado”, la palabra “cometidos” seguida de una coma (“,”).


7) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “, sea que persigan o no fines de lucro”, por la frase “que persigan fines de lucro”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales”, por la frase “con asumir la defensa en causas personales, de su cónyuge o conviviente civil, ascendientes y descendientes, hermanos o pupilos, y con actividades docentes, hasta un máximo de doce horas semanales”.


8) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y niveles remuneratorios equivalentes a los de la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de estos tribunales, incluidas todas las asignaciones que correspondan a dichos niveles.

	Cargos
	N° de cargos
	Niveles

	Juez Tributario y Aduanero
	18
	I

	Secretario Abogado
	18
	II

	Resolutor
	38
	III-IV-V

	Profesional Experto
	25
	III-IV-V

	Administrativo
	22
	VI-VII-VIII

	Auxiliar
	18
	IX-X-XI

	Total Planta
	139
	



El Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros determinará el nivel de remuneraciones que le corresponderá al resolutor, profesional experto, administrativo y auxiliar. Mediante una resolución, fijará asimismo los criterios objetivos para la determinación del nivel de remuneraciones que le será aplicable a dichos cargos, entre los cuales considerará los años de experiencia laboral y nivel académico. Además, considerará, cuando corresponda, las calificaciones obtenidas por el personal, la capacitación pertinente y la experiencia en los niveles respectivos.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que contiene el Código Tributario, en el siguiente sentido:

1) Agrégase en el número 6° de la letra B del artículo 6°, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido: “Cuando dichas sentencias sean dictadas en procesos de reclamación, la facultad de disponer el cumplimiento administrativo de las mismas comprende la potestad de girar las costas que en ellas se decreten cuando resulte vencido el contribuyente.”.


2) Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 53, la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.


3) Modifícase el artículo 63 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “podrá ampliar”, por la palabra “ampliará”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso cuarto:

“Cuando del tenor de la respuesta a la citación o de los antecedentes aportados, resulte necesario solicitar al contribuyente que aclare o complemente su respuesta y/o presente antecedentes adicionales respecto de los impuestos, períodos y partidas citadas, podrá requerírsele para que así lo haga, dentro del plazo de un mes, sin que ello constituya una nueva citación. Los antecedentes requeridos en el ejercicio de esta facultad y que no fueren acompañados dentro del plazo indicado, serán inadmisibles como prueba en el juicio, en los términos regulados en el inciso duodécimo del artículo 132 de este mismo Código.”.


4) Incorpórase, en el artículo 114, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En los mismos plazos relativos a los crímenes y simples delitos, prescribirá la acción para perseguir la aplicación de la pena de multa, cuando se ejerza la opción a que se refiere el inciso tercero del artículo 162 de este Código.”.


5) Modifícase el artículo 123 bis en el siguiente sentido:


a) En la letra a), reemplázase la palabra “quince” por “treinta”.


b) En la letra b), reemplázase la palabra “cincuenta”, por “noventa”.


c) En la letra c), sustitúyense las expresiones “no interrumpirá” por la expresión “suspenderá”.


6) Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:


“Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no contravenga lo dispuesto en este artículo. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.


El Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará,para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema” y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y/o documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso, sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y/o documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.


7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 131 bis por el siguiente:


“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.


8) Modifícase el artículo 132, en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por “primero, en caso que el Juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.”.


c) En el inciso cuarto, reemplázase la palabra “dos” por “cinco”.


d) Incorpóranselos siguientes incisos decimoséptimo y decimoctavo, nuevos, pasando el actual décimo sexto a ser décimo noveno:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citando las para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.

Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.


9) Agrégase el siguiente artículo 132 bis, nuevo:


“Artículo 132 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 132 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación, el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo, la existencia de los elementos que determinan la ocurrencia del hecho gravado establecido en la ley; la cuantía o monto del o los impuestos determinados y de los reajustes, intereses o multas; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento; la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente por el contribuyente en el reclamo o se trate de casos en que el tribunal pueda pronunciarse de oficio.

En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N° 20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio, conforme a sus facultades legales, podrá proponer la condonación total o parcial de los intereses penales o multas aplicados, ello conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.


El llamado a conciliación no procederá en los procedimientos reglados en los artículos 4° quinquies, 100 bis, 160 bis, 161 y 165 de este Código; en aquellos que digan relación con hechos respecto de los cuales el Servicio haya ejercido la acción penal, y en los reclamos de liquidaciones, resoluciones o giros de impuesto que se relacionen con los hechos conocidos en los procedimientos a que se refiere este inciso.


El Juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.

Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores, deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa, y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los 30 días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.

De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el Juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.


10) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 133, la frase “inciso segundo del artículo 132” por la expresión “inciso tercero del artículo 132”.


11) Reemplázase, en el artículo 144, la palabra “decimocuarto” por la expresión “decimoquinto”.


12) Agrégase en el inciso primero del artículo 155, a continuación de la frase “acto u omisión”, las dos veces que aparece, la expresión “ilegal o arbitrario”.


13) Modifícase el artículo 161 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el párrafo segundo del número 3 de su inciso primero, la expresión “el Juez de Letras de Mayor Cuantía en lo Civil que corresponda”, por la frase “el Tribunal que la dictó, dentro del término de cinco días, contado desde la notificación de la resolución respectiva”.

b) Reemplázase, en su inciso final, la frase “el juez de letras en lo civil de turno del domicilio del contribuyente”, por la expresión “el Juez Tributario y Aduanero competente, en el plazo de 10 días contados desde la notificación de la resolución respectiva”.


14) Reemplázase en el párrafo primero del número 6° del artículo 165, conforme a la numeración de dicho artículo según la modificación introducida por la ley N° 20.780, la palabra “quinto” por el vocablo “trigésimo”.


15) Modifícase el artículo 169 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Agrégase en suinciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo, nuevo:

“Decretada la exclusión y durante el tiempo que esta dure, no se devengarán intereses moratorios ni multas, cuando estas últimas procedan.”.


16) Modifícase el artículo 170 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en sus incisos primero y cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Elimínase en su inciso tercero, la expresión “del departamento respectivo”.


c) Reemplázase en su inciso final la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


17) Modifícase el artículo 171 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Reemplázase en su inciso final la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


18) Reemplázase en el artículo 172, y en el inciso segundo del artículo 174 la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


19) Modifícase el artículo 175, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


b) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “En estos casos se podrácomparecer sin necesidad de ser representados por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.”.


20) Sustitúyese en los incisos primero y segundo del artículo 176 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


21) Modifícase el artículo 177, en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el N° 3 de su inciso primero, las expresiones “Si no concurrieren estos requisitos el Tribunal la desechará de plano.”, por “Corresponderá al Juez sustanciador efectuar el examen de admisibilidad y si no concurrieren estos requisitos la desechará de plano.”.


b) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


c) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


22) Modifícase el artículo 178 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


c) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


d) Sustitúyense en su inciso cuarto las expresiones “Tesorero Comunal”, las dos veces que aparece y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


e) Sustitúyese en su inciso quinto la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


23) Modifícase el artículo 179, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “Abogado Provincial” y “Tesorería Comunal”, por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Tesorería Regional o Provincial”, respectivamente.


c) Reemplázanse en su inciso tercero, las expresiones”Abogado Provincial” y “cinco” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y”quince”, respectivamente.

d) Sustitúyese su inciso cuarto la frase “el Abogado Provincial dentro del plazo de cinco días” por “el Abogado del Servicio de Tesorerías dentro del plazo de quince días” y agréganse a continuación de las expresiones “juzgue oportuno en relación a ella”, las siguientes 
“, solicitud que se tramitará incidentalmente, conforme a las normas del Código de Procedimiento Civil.”.


e) Reemplázanse en su inciso quinto las expresiones “Tesorería Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorería Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


24) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 180 la expresión “Juez de Letras de Mayor Cuantía del Departamento” por “Juez Ordinario Civil competente”.


25) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 181, la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

26) Modifícase el artículo 184 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el inciso segundo, las expresiones “en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado Provincial.” por “o habiéndola, siempre que así lo ordene el Juez Civil, serán entregadas en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado del Servicio de Tesorerías o en la que el tribunal designe.”.


b) Reemplázanse en el inciso tercero, las expresiones “el Tesorero Comunal, sin derecho a comisión por ello.”, por “un funcionario de la Dirección de Crédito Prendario o el martillero que el tribunal designe.”.


27) Reemplázase en el inciso primero del artículo 185 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


28) Sustitúyense en el artículo 186 las expresiones “Abogado Provincial” y “Abogados Provinciales” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Abogados del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


29) Sustitúyense en el inciso primero del artículo 190 las expresiones “Tesorero Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


30) Reemplázase en el artículo 191 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


31) Modifícase el artículo 193 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero “Abogados Provinciales” por “Abogados del Servicio de Tesorerías”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo, las dos veces que aparece la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


c) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.

32) Reemplázanse en el artículo 194, las expresiones “la Tesorería Comunal. El valor de sus actuaciones lo percibirán a medida que los contribuyentes enteren en Tesorería, las respectivas costas de cobranza.” por “el Servicio de Tesorerías. El valor de sus actuaciones lo percibirán de los contribuyentes a medida que éstos obtengan el alzamiento de las medidas inscritas o anotadas.”.


33) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 197 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


34) Reemplázase en el artículo 198, el guarismo “37” por “117” y el guarismo “4.558” por “20.720”.


35) Modifícase el artículo 199 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


36) Incorpórase, en el inciso cuarto del artículo 200, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Si se requiere al contribuyente en los términos del inciso tercero del artículo 63, los plazos señalados se aumentarán en un mes.”.


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 213, de 1953, del Ministerio de Hacienda, sobre Ordenanza de Aduanas, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese el artículo 125 por el siguiente:


“Artículo 125.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada por los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no contravenga lo dispuesto en este artículo. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.


El Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará,para todos los efectos legales, como Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema” y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y/o documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso, sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y/o documentos que puedan ser presentados o acompañados a través del Sistema.


2) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 127 por el siguiente:

“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.


3) Modifícase el artículo 128 en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente del funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Sustitúyense en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por la frase “primero, en caso que el Juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la palabra “dos”, por la expresión “cinco”.


d) Incorpóranselos siguientes incisos décimo octavo y décimo noveno, nuevos, pasando el actual décimo séptimo a ser vigésimo:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.


Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.


4) Agrégase el siguiente artículo 128 bis, nuevo:


“Artículo 128 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 128 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan el nacimiento de la obligación tributario aduanera, su cuantía o el monto delos derechos, impuestos o multas determinados; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento; la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de los vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o de fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente en el reclamo o se trate de casos en que el Tribunal pueda pronunciarse de oficio.


En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los derechos aduaneros o impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N° 20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio, conforme a sus facultades legales, podrá proponer la condonación total o parcial de los intereses penales o multas aplicados, ello conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.


El llamado a conciliación será también aplicable en el procedimiento establecido en el artículo 186 bis, en los mismos términos que establece el presente artículo, en cuyo caso la aprobación o rechazo deberá efectuarla el Director Regional o Administrador de Aduana respectivo. Sin embargo, no procederá el llamado a conciliación en el procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.


El Juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.

Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores, deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa, y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los 30 días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.

De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el Juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.


5) Sustitúyese en el artículo 129 H la palabra “decimoquinto” por “decimosexto”.


6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 186 bis por el siguiente:


“En contra de la sentencia definitiva del Tribunal Tributario y Aduanero sólo procederá el recurso de apelación, en el solo efecto devolutivo y aquél contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil. El recurso de apelación sólo podrá interponerse contra sentencias definitivas referidas a denuncias infraccionales cuya cuantía sea igual o superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.


Artículo 4°.- Derógase el artículo primero transitorio de la ley N° 20.752.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el artículo 1° de esta ley, con excepción de las contenidas en los numerales 4) y 8) que se sujetarán a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio, entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Las disposiciones del artículo 2° entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Sin perjuicio de lo anterior, las modificaciones contempladas en los números 6) y 7) del precitado artículo 2°, entrarán en vigencia transcurrido un año contado desde la fecha antes referida.


Para efectos de la modificación efectuada por el número 6), del artículo 2°, los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán cargar los expedientes físicos que se tramitaban antes de la vigencia de esta ley en el Sistema, siempre y cuando el peso de archivos a cargar, medido en megabytes, según lo determinado por la Corte Suprema, no exceda el límite establecido.


Las modificaciones establecidas en los números 5), 8) y 15) letra b) serán aplicables para los recursos de reposición administrativa voluntaria, reclamaciones o multas efectuadas o emitidas a partir de la entrada en vigencia de dichas disposiciones. En caso que se hubiese presentado una reposición administrativa voluntaria con anterioridad a la entrada en vigencia de estas normas, dicha reposición y el eventual reclamo se sujetarán por las normas vigentes al momento de su presentación.

Artículo tercero.- El artículo 3° entrará en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo dispuesto en el número 1) del referido artículo 3° que entrará en vigencia transcurrido un año contado desde la precitada fecha.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Sustituir el Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y fijar uno nuevo. Este sistema deberá contemplar, entre otras, la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; asignación de Responsabilidad para Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado; remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y/o a la calidad de los servicios prestados; bonificación por obtención de título profesional para administrativo y auxiliar; asignación de zona; y, asignación de antigüedad para Resolutor, Profesional Experto, Administrativo y Auxiliar. Además, establecerá los montos o bases de cálculo de las remuneraciones que fije; requisitos para el otorgamiento de las mismas; su periodicidad de pago; determinará si constituye o no base de cálculo de otras remuneraciones, y las demás características de ellas y toda otra norma necesaria para su aplicación. Asimismo, podrá establecer las normas transitorias para la aplicación del Sistema, incluidas las remuneraciones variables y otras asignaciones del mismo.


b) Establecer los criterios para determinar los procedimientos y mecanismos de fijación, control y evaluación de metas correspondientes a las remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y,o a la calidad de los servicios prestados.


c) Determinar la o las fechas de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, pudiendo establecer gradualidades. También determinará la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones introducidas al artículo 25 de la ley N° 20.322 que se refieran a las remuneraciones de dicho personal incluido su inciso final, incorporadas por la presente ley. Además, fijará la fecha de supresión del Sistema de Remuneraciones establecido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2009, del Ministerio de Hacienda.


d) El uso de la facultad señalada en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal que afecte:


i. No podrá significar disminución de remuneraciones y cualquiera diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

ii. El personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que se encuentre en funciones a la época de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones de dichos Tribunales, pasará a tener el nivel tope de remuneraciones asignado para el cargo que se encuentre desempeñando.


iii. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. No obstante lo anterior, dicho Ministerio con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar ese presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

-o-

Tratado y acordado en sesiones de 11 y 20 de agosto de 2015 y 5, 12 y 13 de enero de 2016, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel; Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo (Presidente); Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Asistieron, además, los diputados señores Rincón, don Ricardo y Walker, don Matías.

Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2016.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión.”
4. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Aguiló, Carmona, Letelier; Núñez, don Daniel, y Teillier, y de las diputadas
señoras Cariola, Girardi, Hernando y Vallejo, que “Declara la nulidad de la ley N° 20.657, que Modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos
hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y
regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones”.
(boletín N° 10527-07)
“Considerando:

1. Que la actividad pesquera y de recursos marítimos es una de las actividades más importantes para la economía y la seguridad alimentaria del país, generando riqueza, actividad económica y empleos. Al mismo tiempo, sus externalidades afectan la sustentabilidad y sostenibilidad del medio ambiente marítimo y de las ciudades y pueblos costeros.

2. Que Chile ocupa el no depreciable octavo lugar entre los países pesqueros del mundo, con capturas anuales que superan los 3,8 millones de toneladas y exportaciones del orden de los US$ 5.500 millones, cifras que son relevantes, a pesar de la sostenida baja en nuestras capturas durante las últimas décadas. En este sentido, podemos señalar que nuestros desembarques son solo el 47% del máximo histórico registrado en 1994 y se acercan a los niveles de principios de la década de 1980, previo a la expansión pesquera en Chile y el mundo (FAO, 2014; Fuentes, 2015; Swartz et al, 2010; IFOP 2015).

3. Que gran parte de las capturas chilenas, son reducidas a harina de pescado o aceite. En un segundo orden, la captura es destinada a congelados y refrigerados que posteriormente son exportados y, finalmente, sólo una mínima parte es destinada al consumo humano directo en nuestro país (Fuentes, 2015). Este fenómeno también lo vemos reflejado en cuanto a nuestro consumo nacional de pescados, donde tan solo un 7% de nuestra proteína es obtenida del pescado, muy atrás de la carne aviar, porcina u ovina. Por otro lado, nuestro consumo promedio per cápita es similar a la de países de África, muy por debajo del mínimo recomendado por la OMS, el promedio mundial e incluso el promedio latinoamericano (Ibíd.). El interés de los grandes grupos económicos y el oligopolio de la industria, crean la paradoja de que nuestro país está dentro del “top ten” pesquero, pero nuestra población es privada de consumir una de las mejores proteínas del mundo, la que es utilizada para alimentar pollos, cerdos o salmones, entre otros. Países como Japón les han dado a los recursos hidrobiológicos el estatus de estratégicos, ya que han asociado su consumo al aumento de un par de puntos del CI en sus niños y constituye uno de los pilares de su seguridad alimentaria nipona.

4. Que lo regresivo de nuestro sistema de explotación de peces se puede apreciar nítidamente si lo revisamos desde la perspectiva de la Seguridad Alimentaria. Convertimos peces en harina de pescado para producir a su vez pollos y cerdos, en tasas de hasta 10:1, desperdiciando de este modo cerca del 90 % de la mejor proteína y ácidos grasos del planeta, para conseguir un 10% de carnes de más bajo valor nutricional, cuyo consumo es comúnmente asociado a patologías nutricionales como la obesidad, cardiopatías, diabetes, por nombrar algunas. Estamos socavando la base de nuestra producción de proteínas y nuestra Soberanía Alimentaria. Para ser aún más claros, actualmente producimos carne (aves, porcinos y bovinos, junto a salmonídeos) a partir de la harina producida a base de pescados, si se reduce el pescado, se reducirá finalmente la producción de otras carnes, a menos que compremos nuestras proteínas en el extranjero, desaprovechando de paso una de las proteínas de mayor calidad nutricional en el mundo, una población con serios problemas asociados a la mala alimentación. Escenario complejo teniendo en cuenta la creciente demanda mundial de alimentos (Fuentes & Mascaro 2014).

5. La actual crisis de las pesquerías se podría definir como una crisis por reducción de las poblaciones objetivo, lo que es resultado de la alta concentración de cuotas de captura, procesamiento de productos de bajo valor agregado, generación de puestos de trabajo precarios y un pésimo encadenamiento de producción de proteínas y el bajo consumo de pescado a nivel nacional. Lo anterior, resulta determinante frente a una eventual revisión de la Ley General de Pesca y Acuicultura (18.892), donde la salida a la crisis no está en las mismas políticas que la provocaron, sino en una política basada en un enfoque ecosistémico, el desarrollo sustentable, y la equidad social. Así mismo, el volumen de desembarques ha caído en picada durante décadas, principalmente a causa del sector industrial, y cuya tendencia general no ha cambiado con la aplicación de la Ley 20.657, esta realidad también ha afectado las exportaciones pesqueras nacionales, las que, han caído sustancialmente (Fuentes & Mascaro 2014).

6. De las veintiuna pesquerías presentes en nuestro país, podemos asegurar que al menos dieciocho son dominados por un grupo de nueve empresas (ocho chilenas y una de capitales nipones). Estamos hablando de las empresas CORPESCA, CAMANCHACA, BLUMAR, ORIZON, SAN ANTONIO, ALIMAR, DERIS, EMDEPES Y GRIMAR que cuentan con coeficientes de participación de 80% del jurel, 98% de la anchoveta, 76% de la sardina española, 72% de la sardina común, 30% de la merluza común, 99% merluza de tres aletas, 75% congrio dorado, 85% merluza austral, entre otros, y que además dominaron las exportaciones del sector (Subpesca, 2015; IFOP, 2015).

7. Que durante la tramitación de la Ley N° 20.657, entre 2011 y 2013, diferentes sectores e instituciones de la sociedad civil, la pesca artesanal y pueblos originarios cuestionaron su contenido y manifestaron que éste atentaba contra el interés nacional, la seguridad alimentaria y los derechos de los pueblos originarios. A lo anterior, se suma la manifiesta presión indebida sobre parlamentarios ejercida por distintos grupos económicos de la pesca industrial que buscaban beneficiarse con las modificaciones propuestas por la ley en comento.

8. Que a cuatro meses de la promulgación de la Ley 20.657, la ciudadanía comenzó a conocer serias evidencias de corrupción y faltas a la probidad por parte de parlamentarios, quienes orientados por empresas de la industria pesquera efectuaron indicaciones, intervenciones y votaciones que beneficiaron directamente a dichas empresas. Públicamente conocidos son los pagos, comunicaciones y minutas que Francisco Mujica, ex gerente de CORPESCA, efectuó a la ex Diputada Marta Isasi y al actual Senador, desaforado, Jaime Orpis. Así mismo, en la actualidad se realizan, por parte del Ministerio Publico, diferentes investigaciones para determinar el objeto de los dineros recibidos por otros parlamentarios y dirigentes políticos por parte de otras pesqueras. Lo anterior, ensombrece el proceso de formación de la Ley N° 20.657 ya que no está claro cuán extensas fueron las influencias de los grupos económicos de la pesca industrial ni a cuántos legisladores afecta.

9. Las últimas evidencias, públicamente conocidas, demuestran que existieron comunicaciones entre el ex Gerente de Corpesca, Francisco Mujica, el ex Subsecretario de Pesca, Pablo Galilea, y la asesora jurídica de la Subsecretaría de Pesca, María Alicia BaltierraO’Kuinghttons, los que se encuentran siendo investigados por la Fiscal Ximena Chong. Esto dejaría al descubierto la influencia del grupo Angelini en la elaboración del proyecto enviado por el ejecutivo y, por otra parte, confirmaría la participación asimétrica de los actores del sector pesquero en la elaboración del proyecto. Esta situación, ha puesto en tela de juicio la Ley 20.657, también denominada “Ley Longueira”, debido a que ha sido obtenida mediante presiones de las grandes empresas y también, de acuerdo a lo que investigan los tribunales, mediante coimas y sobornos, lo cual viola la soberanía popular la que ha sido alterada por estas prácticas constitutivas de delito.

10. Que claramente una ley que se ha obtenido bajo soborno y lobby indebido del empresariado pesquero, es una ley viciada, que carece de toda legitimidad y legalidad ante la ciudadanía y, por tanto, consideramos que el Presidente de la República debe enviar al Parlamento una nueva ley de pesca, que represente realmente los intereses nacionales y de todos los actores del sector pesquero.

11. Que la legitimidad del proceso de positivización de la ley es posible sólo a través de una propensión del diálogo simétrico y la representación justa de los valores sociales, en donde los gobernados pasan a ser indirectamente autores de la ley, representados por las autoridades que estos mismos eligieron y, a su vez, los gobernados quedan en la disposición de destinatarios de las mismas (Habermas, 2000). Es decir, para que una norma sea considerada legítima o eficazmente ideológica, no basta con que haya sido creada y aplicada, sino que esta debe, en su formación y contenidos, observar los valores sociales de los representados y tener como objetivo la obtención ideal de la justicia imperante en la sociedad (Prieto, 2001), libre de coacción y cohecho y únicamente encauzada por el bien común.

12. Que un sistema político no puede validar sus decisiones en la sola existencia de la ley y la coerción, ya que, en tanto representado, se tendría un fundamento de motivación estrecho para su aceptación o adhesión. En tal sentido, la legitimidad de las decisiones normativas depende de la aceptación incuestionada de las decisiones vinculantes, las que, para cumplir tal condición, deberían quedar aseguradas, en su independencia, de estructuras de motivación corporativas y personales (Luhmann, 2014).

13. La ley de pesca debe ser declarada nula porque en el proceso de discusión parlamentaria se vulneró el principio constitucional de probidad. De acuerdo a lo expresado, en su elaboración intervinieron parlamentarios que tenían, a esa fecha, intereses económicos en la industria pesquera, sin que lo advirtieran ni, menos aún, que se inhabilitaran en la votación. Por otra parte, es un hecho público y notorio que actores particulares de la industria financiaron irregularmente a algunos parlamentarios mientras se discutía la ley. Este principio, entendido como la preeminencia del interés general por sobre el particular, es aplicable por mandato de la propia Constitución a todas las personas que son titulares de funciones públicas, por lo que quedan incluidos los senadores y diputados.
14. En el debate de la ley 20.050, que reformó la Constitución incorporando el principio de probidad y transparencia de la función pública, el profesor Rolando Pantoja expresó que “… por su ubicación, el artículo 8.º propuesto contiene la idea de que los órganos del Estado actúan válidamente en determinadas condiciones, con lo cual da continuidad al principio de distribución de competencias a que alude al artículo 7.º.” (Historia de la ley 20.050, pág. 141). Esto quiere significar que la observancia del principio de probidad está estrechamente vinculada con el principio de juridicidad establecido en los artículos 6º y 7º, y a la sanción que la última norma prevé por su inobservancia.

15. Por otro lado, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional recoge el principio de probidad en su artículo 5º A, estableciendo en su inciso segundo que “El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular.” En seguida, el artículo 5º B del mismo cuerpo legal prescribe que “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges…” Es manifiesto que en la discusión parlamentaria de la Ley de Pesca estos principios y deberes fueron transgredidos, al estar determinado el ámbito de la elaboración normativa a la protección de intereses económicos de empresas pesqueras, no en un plano de abierta exposición de críticas o propuestas al proyecto de ley, sino como un ejercicio ilegítimo y oculto de la opinión pública.
16. La abundante evidencia sobre la intervención de ciertos grupos económicos con presencia en el sector pesquero, bajo las formas descritas en el presente proyecto de ley, fuerzan a concluir que el proceso legislativo no se ajustó a la forma que prescribe la ley, en los términos del artículo 7º de la Carta Fundamental, de modo tal que resulta insanablemente nulo. De acuerdo al profesor Eduardo Soto Kloss (2009), citado por Jaime carrasco (2015), la sanción de nulidad del artículo 7º de la Constitución alcanza no solo a los actos administrativos, sino que también a los legislativos, lo que se desprende de la redacción de la norma al definir que “todo acto en contravención a este artículo es nulo…”. Según el autor, “Ello rige y es aplicable a todo tipo de función estatal, desde la constituyente pasando por la legislativa y la jurisdiccional hasta la administrativa y contralora: cualquier acto, de cualquiera de dichas funciones, que contravenga el artículo 7° es nulo; ninguno queda excluido, pues, todos están sometidos en su gestación (procedimiento de elaboración) como en su contenido a la Constitución, sin excepción.” En el mismo sentido, la declaración de nulidad de derecho púbico por vía legislativa resulta procedente, advirtiendo Soto Kloss que “es la propia Constitución la que dispone la nulidad del acto que la vulnera, viola o contraviene (“es nulo”); no reenvía al juez para que sea éste el que la declare, como ocurre en la legislación civil (arts. 1683 y 1684 del Código Civil), y en que el acto es válido hasta que el juez lo declare nulo. Por el contrario, su artículo 7° declara él mismo la nulidad de este acto (de órgano estatal), y es nulo desde el mismo instante en que se incurrió en el vicio de inconstitucionalidad, al vulnerar la Constitución”. Tal argumento fue citado en el proyecto de ley que declara la nulidad de derecho público del Decreto Ley de Amnistía dictado por la dictadura de Augusto Pinochet.

17. Refuerza la tesis de la procedencia de declarar la nulidad por vía legislativa el reconocimiento al referido proyecto de ley boletín 4162-07, otorgado por el Ejecutivo. En efecto, en 10 ocasiones el Gobierno le otorgó urgencia a la tramitación del proyecto, validando el objeto y sus fundamentos.

18. Por último, tal como lo ha expresado Transparencia Internacional (2010), la corrupción, el cohecho y la falta de probidad inoculan y socavan la gobernanza y la seguridad humana de los habitantes de un país. Así también, lo afirmó el Secretario General de las Naciones Unidas, Ban Ki-Moon, al expresar que “La corrupción es un obstáculo para lograr los Objetivos de Desarrollo del Milenio y debe tenerse en cuenta al definir y aplicar una sólida agenda para el desarrollo después de 2015” (2013).

Por tanto: Los Diputados y Diputadas abajo firmantes, venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo 1º.- Declárese insaneablemente nula la ley 20.657.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.





